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RESUMEN

El artículo analiza el estatuto jurídico de los magistrados del Tribunal Constitu-
cional y de los jueces de los tribunales superiores de justicia que ejercen jurisdicción
constitucional de amparo y protección de los derechos fundamentales. Dicho estatuto
jurídico se analiza desde la perspectiva de la independencia del respectivo tribunal y
de la imparcialidad de los magistrados.

Palabras clave: Tribunal Constitucional. Jurisdicción constitucional. Estatuto jurí-
dico magistrados con competencia en jurisdicción constitucional.

ABSTRACT

The article analyzes the legal status of judges of the Constitutional Court and
judges of superior courts exercising jurisdiction under constitutional and fundamental
rights protection. This legal status is analyzed from the perspective of the respective
court independence and impartiality of judges.

Key words: Constitutional Court. Constitutional jurisdiction. Legal status judges
with expertise in constitutional jurisdiction.

1. INTRODUCCIÓN

La defensa de la Constitución permite que se respeten las competen-
cias de los órganos trazadas por la Carta Fundamental, como asimismo, el
respeto de los derechos fundamentales1, con el objeto de prevenir y even-
tualmente reprimir su incumplimiento, restableciendo la fuerza normativa
y la supremacía de la Constitución.

La defensa de la Constitución se realiza a través de la jurisdicción
constitucional, lo que explicita que «el poder del gobierno está limitado
por normas constitucionales y que se han creado procedimientos e institu-
ciones para hacer cumplir esta limitación»2, como asimismo, precisa la

1 Ver Carl SCHMITT (1931), La Defensa de la Constitución. Ed. Labor Barcelona, España.
2 Mauro CAPELLETTI (1986), «¿Renegar de Monstesquieu, la expansión y la legitimidad de

la justicia constitucional?» Revista española de Derecho Constitucional, n.º 17, pp. 12-13.
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existencia de un ‘nuevo tipo de normas, institucionales y procedimientos
constitucionales en un intento de limitar y controlar con ellos el poder
político»3, como señala Mauro Cappelleti.

La jurisdicción constitucional orgánica genera instituciones y procedi-
mientos de control de constitucionalidad de las normas infraconstituciona-
les y de instituciones e instrumentos para resolver los conflictos o contien-
das de competencia entre diferentes órganos del Estado, según el lenguage
de cada Estado.

La jurisdicción constitucional de la libertad4 o protectora de derechos
fundamentales o de derechos humanos establece las instituciones de carác-
ter procesal que protegen los derechos frente a acciones u omisiones an-
tijurídicas que amenacen, perturben o priven a las personas del legítimo
ejercicio de los derechos.

El desarrollo de la jurisdicción constitucional otorga plena fuerza nor-
mativa a la Constitución, además de transformar, como dice García Pe-
layo5, el Estado Legal de Derecho en Estado Constitucional de Derecho.

La supremacía de la Constitución no tendría ninguna aplicación real si
no existieran garantías que la efectivicen frente a los conflictos constitu-
cionales que se producen al interior de cada sociedad política. La jurisdic-
ción constitucional contribuye a la resolución pacífica de los conflictos
dentro del marco constitucional. Esta garantía esta dada por la existencia
de diversos sistemas de control de constitucionalidad.

La instauración de un sistema de jurisdicción constitucional y su efi-
cacia frente a órganos estatales y a particulares determinan la fuerza nor-
mativa de la Constitución, lo que es una de las columnas básicas del esta-
do constitucional contemporáneo.

Existirá así jurisdicción constitucional cuando existan tribunales que
ejercen la potestad para conocer y resolver, mediante un procedimiento
preestablecido y con efecto de cosa juzgada, los conflictos constituciona-
les que se promueven dentro del Estado respecto de las materias o actos
que la Constitución determine, garantizando la fuerza normativa de la
Constitución.

Los órganos que realizan control jurisdiccional de constitucionalidad
pueden ser los tribunales de justicia ordinarios a través de un control difu-
so o concentrado), o tribunales especializados como son las Cortes o Tri-

3 Mauro CAPELLETTI (1986), Ob. cit., p.13.
4 Ver Mauro CAPPELLETTI (1955), La giurisdizione costituzionale delle libertà. Primo stu-

dio sul ricorso costituzionale con particolare riguardo agli ordinamenti tedesco, suizzero e
austriaco). Ed. Giuffrè, Milán, 1974 (2ª reimpresión de la 1ª edición de 1955).

5 Manuel GARCÍA PELAYO (1986), Estado Legal y Estado Constitucional de Derecho. En
El Tribunal de Garantías en Debate. Consejo Latinoamericano de Derecho y Desarrollo. Fun-
dación Friedrich Naumann. Lima, Perú, p. 23.
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bunales Constitucionales, como asimismo, puede concretarse a través de
modelos mixtos o híbridos que combinan en grados variables control ju-
risdiccional ordinario y de tribunales constitucionales o control difuso por
tribunales ordinarios y control concentrado en la Corte Suprema o una Sala
especializada en materia constitucional de ella.

En el modelo de control concentrado de constitucionalidad lo conten-
cioso constitucional se distingue de lo contencioso ordinario, pudiendo ser
un control preventivo o a priori o un control represivo o reparador, es
competencia de un solo tribunal determinado constitucionalmente con tal
fin, el que resuelve dichas controversias a iniciativa de determinadas auto-
ridades u órganos estatales, a petición de las jurisdicciones ordinarias o de
particulares, en base a razonamientos jurídicos, produciendo su sentencia
efecto de cosa juzgada.

Este tribunal único puede ser la Corte Suprema de Justicia como ocu-
rre en Uruguay, una Sala Constitucional de la Corte Suprema, como ocu-
rre en Paraguay y Venezuela, o puede ser un Tribunal Constitucional como
ocurre en Bolivia. En Chile existe un control concentrado de constituciona-
lidad en el Tribunal Constitucional y un control relativamente difuso en
las Cortes de Apelaciones y Corte Suprema de Justicia, teniendo estas úl-
timas la jurisdicción en materia de las acciones de protección (amparo o
tutela) y las acciones de amparo (habeas corpus en el derecho compara-
do), según dispone directamente los artículos 20 y 21 de la Constitución
Política de la República, como asimismo, la Corte Suprema de Justicia, a
través del recurso de nulidad en materia procesal penal, puede determinar
la nulidad del proceso por violación de derechos fundamentales.

Así, en el caso chileno, son jueces constitucionales los magistrados que
integran los tribunales superiores de justicia (Cortes de Apelaciones y Cor-
te Suprema), como los ministros que integran el tribunal Constitucional.

Así podemos distinguir los jueces de jurisdicción ordinaria que ejer-
cen, dentro de sus competencias, jurisdicción constitucional, de los jueces
constitucionales especializados que son los magistrados de los tribunales
constitucionales.

Ello nos lleva a diferenciar las cortes y jueces ordinarios que ejercen
jurisdicción constitucional de los tribunales y cortes constitucionales y sus
jueces. Ello nos lleva a la necesidad de conceptualizar los Tribunales Cons-
titucionales y diferenciarlos de los tribunales ordinarios, aun cuando sean
cortes supremas que ejerzan jurisdicción constitucional.

En tal perspectiva, señalamos que los Tribunales o Cortes Constitu-
cionales son órganos supremos constitucionales de única instancia, de carác-
ter permanente, independientes e imparciales, que tienen por función esencial
y exclusiva la interpretación y defensa jurisdiccional de la Constitución, a tra-
vés de procedimientos contenciosos constitucionales referentes como núcleo
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esencial a la constitucionalidad de normas infraconstitucionales y la distri-
bución vertical y horizontal del poder estatal, agregándose generalmente la
protección extraordinaria de los derechos fundamentales, que actúan en
base a razonamientos jurídicos y cuyas sentencias tienen valor de cosa juz-
gada, pudiendo expulsar del ordenamiento jurídico las normas consideradas
inconstitucionales.

Consideramos que un Tribunal Constitucional es un órgano jurisdiccio-
nal que tiene como competencia exclusiva lo contencioso constitucional,
por tanto no tiene competencias propias de jurisdicción ordinaria en mate-
ria civil o criminal.

Asimismo, un Tribunal Constitucional no tiene como elemento esen-
cial de su calificación, un control monopólico de constitucionalidad de las
leyes. Este elemento no nos parece indispensable si el Tribunal ejerce un
contencioso constitucional sustantivo sobre la materia en el respectivo Es-
tado, al determinar sobre la incorporación de los preceptos legales al orde-
namiento jurídico (control preventivo o a priori) o su expulsión del mismo
ordenamiento (control represivo), pudiendo existir otros órganos jurisdic-
cionales que realizan control de constitucionalidad de preceptos legales
con efectos inter partes o de inaplicación al caso concreto, como ocurre
en América del Sur en países que tienen Tribunales Constitucionales como
es el caso de Colombia, Perú y Ecuador. En todo caso, hay una excepción
generalizada respecto de las leyes preconstitucionales, las cuales sin per-
juicio de estar sujetas al control del Tribunal Constitucional, pueden ser
objeto de control por parte los tribunales ordinarios de justicia determinan-
do su derogación tácita, como ocurre también en algunas jurisdicciones
europeas, entre otras, la española.

A su vez, este núcleo material básico de jurisdicción y procedimiento
constitucional, no es incompatible con otras funciones adicionales que tie-
nen los tribunales constitucionales, siempre y cuando versen sobre ele-
mentos del concepto material de constitución y de delimitación del poder
político, aunque ellas no sean esenciales, las cuales se denominan general-
mente competencias residuales.

Los Tribunales Constitucionales los integran jueces letrados nombra-
dos por las autoridades políticas (Gobierno, Congreso Nacional y, even-
tualmente, la Corte Suprema o las jurisdicciones superiores del Estado), no
siendo en su mayoría magistrados de carrera6, todo ello refuerza la legiti-
midad política del Tribunal, sin descuidar la legitimidad jurídica.

Es necesario precisar que por regla general, los tribunales constitucio-
nales no forman parte del poder judicial. Esta regla tiene excepciones,
como son los casos de los Tribunales Constitucionales de Bolivia y de

6 Louis FAVOREU, Op. cit., p. 29.
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Colombia, los cuales forman para de la estructura orgánica del poder judi-
cial aún cuando cuentan con plena independencia para el ejercicio de sus
funciones específicas. Asimismo, en América del Sur, consideramos que
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Venezuela, constituye tam-
bién un Tribunal Constitucional.

En nuestra perspectiva no es una característica esencial a un Tribunal
o Corte Constitucional el situarse como órgano extra poder, ya que even-
tualmente puede formar parte del Poder Judicial, siempre y cuando dispon-
ga de independencia funcional y no ejerza competencias de jurisdicción
ordinaria, pudiendo hacer respetar sus fallos a la Corte Suprema o las de-
más salas de la misma, como ocurre entre otros tribunales constitucionales
como los de Colombia y Bolivia y con la Sala Constitucional del Tribunal
Supremo de Venezuela, en América del Sur7.

En todo caso concordamos con Favoreu, en que un Tribunal Constitu-
cional debe ser independiente de cualquier otro poder o autoridad, dotado
de un estatuto constitucional que precise su integración, organización y
competencias8.

2. EL ESTATUTO JURÍDICO DE LOS MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL CONSTI-
TUCIONAL DE CHILE

A) La integración del Tribunal Constitucional

Los operadores jurisdiccionales de los tribunales constitucionales son
sus magistrados. Determinar quienes son ellos, quién los nombra, de don-
de provienen, cual es su formación jurídica, son aspectos cruciales de una
adecuada concreción de la justicia constitucional. El juez constitucional
tiene que ser consciente de la responsabilidad que asume, con una sólida
formación y práctica en derecho público y en interpretación constitucio-
nal, además de una adecuada experiencia.

a) El número de magistrados

El número de magistrados por regla general debe ser impar, lo que
posibilita en mejor forma evitar empates y el ejercicio de calidad del voto
del Presidente del Tribunal, lo que le otorga una carga política especial.
Siendo poco afortunadas y deficientes técnicamente las integraciones de
tribunales constitucionales con un número par.

7 En el mismo sentido, ver José Julio FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ (2002), La Justicia Consti-
tucional Europea ante el siglo XXI. Ed. Tecnos, Madrid, España, p. 19.

8 Louis FAVOREU, Op. cit., p. 28.
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El Tribunal Constitucional de Chile no cumple con esta regla técnica,
ya que está integrado por diez magistrados.

El número de magistrados debe ser acorde con el ámbito de compe-
tencias y la cantidad de trabajo que tenga el Tribunal Constitucional.

Si el Tribunal Constitucional tiene un amplio ámbito de competencias
es aconsejable un número mínimo de nueve a once magistrados que es la
regla general en el contexto del derecho comparado, lo que cumple el
tribunal constitucional chileno, entre otros tribunales constitucionales de
América Latina.

b) El sistema de requisitos, nombramiento, duración en el cago y posible
reelección de los magistrados del Tribunal Constitucional

La necesidad de dotar de independencia en el ejercicio de sus funcio-
nes jurisdiccionales al Tribunal Constitucional y de imparcialidad a los
magistrados que lo integran, hacen necesario que el ordenamiento jurídico
contemple ciertas exigencias que eviten la politización contingente de los
jueces, además de una formación y experiencia jurídica sólida, lo que hace
dirigir la mirada sobre el sistema y requisitos para ser nombrado juez del
Tribunal Constitucional, la duración del cargo, las posibilidades de reelec-
ción, el sistema de incompatibilidades, el régimen de inmunidades, como
asimismo, el sistema de la elección del Presidente del Tribunal.

a’) Los requisitos para ser nombrado magistrado

En Chile, la Constitución, en su artículo 92, determina que los requi-
sitos para ser nombrado ministro del Tribunal Constitucional son los de ser
abogado con quince años de título, haberse destacado en la actividad pro-
fesional, universitaria o pública y no tener impedimento alguno que los
inhabilite para desempeñar el cargo de juez, además están sometidos a las
normas de los artículos 58, 59 y 81, no pueden ejercer la profesión de abo-
gados, incluyendo la judicatura, ni cualquier acto de los establecidos en
los incisos 2 y 3 del artículo 60 de la Constitución.

Los artículos 58 y 59 de la Constitución se refieren a las incompatibi-
lidades e inhabilidades sobrevinientes de los parlamentarios y el artícu-
lo 81, regula el fuero penal de los magistrados. Asimismo, los magistra-
dos, no pueden realizar los actos establecidos en los incisos segundo y
tercero del artículo 60, los que prohíben celebrar o caucionar contratos con
el Estado, actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de jui-
cios contra el Fisco, ser procurador o agente en gestiones particulares de
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carácter administrativo, en la provisión de cargos públicos, consejerías fun-
ciones o comisiones de similar naturaleza.

Puede sostenerse que los magistrados del Tribunal Constitucional cuentan
con la idoneidad jurídica básica para desempeñarse adecuadamente en el res-
pectivo órgano jurisdiccional, conociendo y resolviendo las materias someti-
das a su conocimiento con criterio jurídico, aún cuando los textos no conside-
ran expresamente la formación en derecho público de los magistrados.

Por otra parte, consideramos necesario que los candidatos a ministros
del Tribunal Constitucional sean sometidos a un escrutinio público, simi-
lar al que se ejerce por el Senado norteamericano previo al otorgar el
acuerdo para el nombramiento de Ministros de la Corte Suprema Norte-
americana propuestos por el Presidente de la República, lo que podría
hacerse perfectamente bien respecto de los Ministros nombrados por el
Congreso Nacional, donde las comisiones de Constitución, Justicia y regla-
mento, tanto de la Cámara de diputados como del Senado podrían realizar
dicho escrutinio, como asimismo, este podía ser realizado por la Corte
Suprema de Justicia respecto de los Ministros que le corresponde nombrar
de entre aquellos que se presentan para su nombramiento, corroborando los
antecedentes y competencia de los candidatos a desempeñar tan importan-
te función pública.

Ante un eventual perfeccionamiento del Tribunal Constitucional nos
parecería conveniente eliminar la integración del Tribunal con Ministros
designados por la Corte Suprema de Justicia. Nos parece que en una pers-
pectiva claramente republicana y democrática, un Tribunal Constitucional
debe estar integrado sólo por ministros o magistrados nombrados por ór-
ganos representativos directamente de la voluntad popular, en nuestro caso,
del Congreso Nacional y del Presidente de la República, en lo posible con
controles interorgánicos o intraorgánicos, como ocurre por regla genera, en
el derecho comparado.

b’) Los órganos que concretan los nombramientos de los magistrados

En Chile, la Constitución, en su artículo 92, establece una integración
del Tribunal Constitucional de diez magistrados: tres magistrados designa-
dos por el Presidente de la República sin control inter-órgano y lo mismo
hace el Senado, eligiendo dos miembro por dos tercios de los senadores
en ejercicio; otros dos magistrados son propuestos por la Cámara de Di-
putados por dos tercios de los diputados en ejercicio, lo que debe ser rati-
ficado por el Senado por los dos tercios de los senadores en ejercicio; la
Corte Suprema elige tres magistrados, lo que es regulado por un Auto
Acordado de la Corte suprema de Justicia de 24 de marzo de 2006.
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En dicho Auto Acordado de la Corte Suprema de Justicia se prevé la
previa realización de un concurso público de antecedentes, donde los inte-
resados deben presentar sus postulaciones cumpliendo los requisitos cons-
titucionales, luego el pleno de la Corte Suprema elige en votación secreta
y resulta electo el postulante que obtenga mayoría absoluta de los miem-
bros que asistan a la sesión, quién por este hecho quedará nombrado en
dicha calidad.

A su vez, un miembro del Tribunal Constitucional que cese en el car-
go, debe ser reemplazado por el órgano correspondiente por el tiempo que
falte al reemplazado para completar su período, como determina el mismo
artículo 92 de la Constitución.

La actual integración recogió la crítica formulada por parte importante
de la doctrina en el sentido de lo inadecuado que era hasta el año 2005, el
que magistrados de la Corte Suprema puedan ser simultáneamente magis-
trados del Tribunal Constitucional, lo que posibilitaba que puedan conocer
y resolver en un recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad un
asunto en el que participaron del control preventivo al integrar el Tribunal
Constitucional. Asimismo, Chile era el único caso, en América Latina, en
el que podían integrar el Tribunal Constitucional magistrados de Corte
Suprema de Justicia. También la reforma de 2005 se hizo cargo de la in-
consistencia de la integración del Tribunal Constitucional hasta 2005, con
dos magistrados nombrados por el Consejo de Seguridad Nacional, el cual
no tiene carácter de órgano democrático representativo, ni tampoco se tra-
ta de un órgano jurisdiccional, únicos criterios relevantes que justifican la
participación en el nombramiento de magistrados de un Tribunal Constitu-
cional. La reforma de 2005, eliminó al Consejo de Seguridad Nacional
como órgano con competencia para nombrar magistrados del Tribunal
Constitucional.

La Constitución Política determina así, específicamente, los requisitos
para ser ministro del Tribunal Constitucional, los órganos legitimados para
realizar los nombramientos y el respectivo procedimiento para ello, como
asimismo, la duración en el cargo.

En el texto constitucional chileno no hay norma alguna referente a
ministros suplentes o abogados integrantes del Tribunal Constitucional, a
diferencia de lo que ocurre en el derecho comparado sudamericano, ya que
en los casos en que el constituyente considera necesario preverlos, lo de-
termina explícitamente9.

9 Humberto NOGUEIRA ALCALÁ, Justicia y Tribunales Constitucionales en América del
Sur. Ed. Palestra, Lima, Perú, 2006, pp. 208-211.
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c’) Magistrados suplentes o Abogados integrantes

En Chile es necesario establecer que la Ley Orgánica Constitucional
del Tribunal Constitucional, Ley n.º 17.997, en su artículo 15, establece
que, cada tres años, el Tribunal designará cinco abogados que reúnan las
condiciones exigidas para los nombramientos de los abogados a que se
refiere el artículo 81, letra c, de la Constitución Política, actual artículo
92 de la Constitución, (abogado con quince años de título profesional, que
se hayan destacado en la actividad profesional, universitaria o pública y
que no tengan impedimento que los inhabilite para desempeñar el cargo
de juez), elegidos por la mayoría absoluta del Tribunal Constitucional en
votaciones sucesivas y secretas. Dichos abogados integrantes han operado
cuando los magistrados del Tribunal Constitucional se encuentran transi-
toriamente inhabilitados por implicancia, o impedidos de ejercer su fun-
ción jurisdiccional por otros motivos. Parte de la doctrina chilena, entre
los cuales me cuento, considera que dichos abogados integrantes del Tri-
bunal Constitucional son inconstitucionales ya que la Constitución no los
contempla como magistrados suplentes y tampoco habilita al legislador
orgánico constitucional para establecer magistrados suplentes.

Dichos abogados integrantes han operado cuando los magistrados del
Tribunal Constitucional se encuentran transitoriamente inhabilitados por
implicancia, o impedidos de ejercer su función jurisdiccional por otros
motivos. La reforma constitucional de 2005 respecto de la integración del
Tribunal Constitucional no posibilita elección de abogados integrantes.

El legislador orgánico constitucional en el proyecto de ley adecuatorio
de la LOC del Tribunal Constitucional, en su artículo 15, considera la
existencia de dos suplentes de ministros que son de dudosa constitucio-
nalidad, ya que la Constitución no los considera, ni la redacción de las
competencias otorgadas por la Constitución al legislador orgánico consti-
tucional permite una interpretación sobre la materia. El legislador orgáni-
co constitucional está introduciendo en tal sentido en la materia, lo cual
constituye una verdadera mutación constitucional. Consideramos que ha-
bría sido más adecuado introducir una reforma a la Constitución estable-
ciendo directamente ministros suplentes nombrados por los órganos cons-
titucionales que nombran a los ministros titulares.

El texto de la ley adecuatoria en su artículo 15 establece que los su-
plentes de ministros deben reunir los requisitos para ser nombrado miem-
bro del Tribunal, quienes podrán reemplazar a los ministros e integrar el
pleno o cualquiera de las salas sólo en caso que no se alcance el respecti-
vo quórum para sesionar. Estos suplentes de ministros serán nombrados
por el Presidente de la República con acuerdo del Senado, eligiéndolos de
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una nómina de siete personas que propondrá el Tribunal Constitucional,
previo concurso público de antecedentes, el que deberá fundarse en condi-
ciones objetivas, públicas, transparentes y no discriminatorias.

La interrogante que puede formularse hoy día es si, luego de la refor-
ma constitucional de 2005, con el texto del artículo 92 de la Constitución
actualmente vigente, la Carta Fundamental posibilita que el legislador or-
gánico constitucional pueda otorgar la atribución al propio Tribunal Cons-
titucional de elegir ministros suplentes del Tribunal Constitucional, vale
decir, agentes de ejercicio del Tribunal Constitucional, que actuarán en
reemplazo de los ministros titulares, ejerciendo las potestades jurisdiccio-
nales del Tribunal Constitucional.

La interrogante que nos podemos formular legítimamente es si ¿el le-
gislador puede alterar la composición de un órgano constitucional colegia-
do taxativamente determinada por el propio texto constitucional, sin que
exista una habilitación expresa del constituyente para ello, en la medida
que el constituyente derivado de 2005, no quiso establecerlo como se de-
duce del análisis de la historia fidedigna del texto?

Para responder esta interrogante, debe tenerse presente el artículo 81
reformado en 2005, actual artículo 92 de la Constitución, el cual en su
inciso final sólo autoriza al legislador orgánico constitucional del Tribunal
Constitucional para determinar la «organización, funcionamiento, proce-
dimientos y fijará la planta, régimen de remuneraciones y estatuto de su
personal».

Consideramos que con el texto vigente luego de la reforma constitu-
cional de 2005, la Constitución prohíbe al legislador entregar nuevas atri-
buciones al Tribunal Constitucional fuera de las taxativamente señaladas
en el texto de la Carta Fundamental, ya que ello vulnera los artículos 6 y
7 de la Carta Fundamental. Recordemos que el artículo 7° de la Constitu-
ción determina que «Los órganos del estado actúan validamente previa
investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la
forma que prescribe la ley», agregando en su inciso 2° que «Ninguna ma-
gistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun
a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que
los que expresamente se les haya conferido en virtud de la Constitución o
las leyes». Así puede sostenerse que en derecho constitucional chileno las
competencias que pueden ejercer los órganos constitucionales son sólo las
taxativamente determinadas en el texto constitucional, no existiendo así, la
facultad para ningún órgano constitucional de exceder aquellas competen-
cias que le han sido atribuidas, ya que lo constituye un acto inconstitucio-
nal y nulo. En efecto, el artículo 7°, inciso 3° de la Constitución determi-
na que «Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las
responsabilidades y sanciones que la ley señale».
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La aprobación en el texto adecuatorio de la Ley Orgánica Constitucio-
nal del Tribunal Constitucional de ministros suplentes del mismo, cuya
constitucionalidad es controlada por el mismo Tribunal Constitucional
constituye una verdadera mutación constitucional.

Examinemos al respecto, en el aspecto pertinente al inciso final del
artículo 81 original, actual artículo 92 de la Constitución, la evolución
sostenida por el órgano constituyente derivado de 2005, hasta el texto de-
finitivo.

En efecto, en el Primer Informe de la Comisión de Constitución, Le-
gislación y Justicia del Senado, en atención a la mayor carga de trabajo
que tendría el Tribunal a causa de la incorporación de nuevas atribuciones
se determinó consagrar expresamente en la Carta Fundamental la existen-
cia de un número determinado de abogados integrantes, resolviéndose que
la Ley Orgánica Constitucional determinaría la forma en que el Tribunal
Constitucional designaría tres abogados integrantes, que durarían tres años
en sus cargos, asimismo la ley orgánica constitucional regularía el estatu-
to normativo aplicable a los mismos. La misma ley orgánica constitucio-
nal fijaría la planta, remuneraciones y demás aspectos concernientes al
personal del Tribunal, así como lo relativo a su organización y funciona-
miento.

La redacción de la disposición constitucional propuesta aprobada por
el primer informe quedó redactada en los siguientes términos:

«La ley orgánica constitucional determinará la forma en que el
Tribunal designará tres abogados integrantes, que durarán tres años en
sus cargos. Dicha ley regulará el estatuto aplicable a los abogados in-
tegrantes y fijará, además, la planta, las remuneraciones y lo concer-
niente al personal del Tribunal, así como a la organización y funcio-
namiento de este».

En el segundo informe del Senado no se innovó en esta materia, como
tampoco en el informe complementario. El Senado aprobó el texto de la
disposición en los términos ya señalados, como inciso final del artículo 81
de la Constitución.

La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de
Diputados consigna expresamente como aspecto diferenciador entre el tex-
to constitucional vigente a la fecha y la reforma constitucional aprobada
por el Senado, entre otros aspectos, el que la Ley Orgánica Constitucional
respectiva establecerá la forma en que el Tribunal Constitucional designa-
rá tres abogados integrantes que durarán tres años en el cargo.

Los diputados Ascencio, Burgos, Luksic y Mora, propusieron una in-
dicación para incorporar en el artículo 81 de la Constitución un inciso que
dispusiera:
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«cada uno de los órganos que indica el inciso primero de este artículo,
designará, de acuerdo al procedimiento estipulado para los ministros
titulares, un ministro suplente que durará tres años en el cargo. La ley
orgánica constitucional regulará el estatuto de los ministros suplentes
y fijará, además, la planta, las remuneraciones y lo concerniente al
personal del Tribunal, así como a la organización y funcionamiento
de éste».

A su vez, los diputados Bustos, Ceroni, Pérez Lobo y Soto, presenta-
ron indicación para sustituir el inciso final del artículo 81 propuesto por
el Senado, por la siguiente disposición:

«La ley orgánica constitucional determinará la organización, fun-
cionamiento y procedimientos del Tribunal Constitucional. Los abo-
gados integrantes del Tribunal Constitucional serán designados por los
órganos que nombran a sus titulares».

Finalmente se presentó indicación de los diputados Pía Guzmán, Ga-
lilea Carrillo, Monckeberg, Paya y Uriarte, para suprimir el inciso final del
artículo 81 aprobado por el Senado.

La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara
aprobó el texto del inciso final del artículo 81 de la Constitución, en los
siguientes términos, sin considerar pertinente la existencia de Ministros
suplentes ni abogados integrantes:

«Una ley orgánica constitucional determinará la planta, remune-
raciones y estatuto del personal del Tribunal Constitucional, así como
su organización y funcionamiento».

La Cámara de Diputados consideró conveniente eliminar los abogados
integrantes y no establecer ministros suplentes del Tribunal Constitucional,
como lo habían planteado las indicaciones parlamentarias, eliminando las
consideraciones sobre la materia que contenía el inciso final del artículo
81 aprobado por el Senado.

La redacción del inciso final del artículo 81 sin abogados integrantes
es la que aprueba la Cámara de Diputados en definitiva, con algunos cam-
bios de redacción:

«Una ley orgánica constitucional determinará su organización y
funcionamiento, así como sus atribuciones y procedimiento y fijará la
planta, régimen de remuneraciones y estatuto de su personal».

El Senado en su informe en tercer trámite constitucional de la reforma
constitucional, al analizar las modificaciones introducidas por la Cámara
de Diputados, en lo referente al inciso final del artículo 81, concordó con
ellas, sin perjuicio de considerar que debía excluirse, como materia propia
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de la Ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional, la regula-
ción de las atribuciones del Tribunal Constitucional, considerando que de-
bía eliminarse las expresiones «atribuciones» y que contenía el texto apro-
bado por la Cámara de Diputados.

En la medida que el Senado no podía introducir en tercer trámite mo-
dificaciones al texto de la reforma constitucional, ya que ello implicaba la
no existencia de reforma constitucional sobre el punto, la Comisión de
Constitución del Senado solicitó al Ejecutivo incluir este aspecto en el
veto presidencial al proyecto de reforma constitucional.

Así, en el veto n.° 14 del Presidente de la República sobre el proyecto
de reforma constitucional, se precisa respecto del artículo 81 inciso final,
la interpretación de una materia respecto de la ley orgánica constitucional
del Tribunal Constitucional y se excluye otra.

En efecto, el veto deja expresa constancia de que la expresión «proce-
dimientos» permite organizar el debido proceso al interior de la tramita-
ción de algunas de las competencias del Tribunal Constitucional en aque-
llo no previsto por la propia Constitución. Por otra parte, el veto excluye
la expresión «atribuciones» del proyecto de reforma, ya que todas ellas son
materia de rango constitucional y no existe ninguna posibilidad de des-
constitucionalizar competencias.

Así el Ejecutivo propone, modificar el texto aprobado por el Congreso
Pleno, en los siguientes términos:

«Una ley orgánica constitucional determinará su organización,
funcionamiento, procedimientos y fijará la planta, régimen de remu-
neraciones y estatuto de su personal».

El Senado en su informe recaído sobre las observaciones del Ejecutivo
al proyecto de reforma constitucional, constata que por el veto n.° 14, se
sustrae del ámbito de la ley orgánica constitucional la posibilidad que por
medio de la LOC del Tribunal Constitucional, se puedan otorgar otras atri-
buciones distintas al Tribunal Constitucional de las que expresa y taxativa-
mente están señaladas en la Constitución.

El veto n.° 14 fue aprobado por unanimidad de la Comisión de Cons-
titución, Legislación y Justicia del Senado. Siendo luego aprobado por la
Cámara de Diputados y el Senado, convirtiéndose en el texto constitucio-
nal que actualmente nos rige.

Puede sostenerse así, inequívocamente, que el constituyente de 2005
fue contrario a la institución de los abogados integrantes del Tribunal
Constitucional, suprimiéndolos, como asimismo, que el constituyente de
2005, excluyó del ámbito de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal
Constitucional cualquier aspecto que implicara dotarlo de atribuciones fue-
ra de las que estaban constitucionalmente determinadas.
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Esta perspectiva excluye que la ley adecuatoria del Tribunal Constitu-
cional pueda mantener el actual artículo 15 de la Ley Orgánica Constitu-
cional vigente desde 1981, por inconstitucionalidad sobreviviente o por
derogación orgánica en virtud del nuevo texto constitucional, del contexto
de su elaboración y de la voluntad expresada por el constituyente.

Consideramos que la decisión del constituyente en el compromiso de
reforma constitucional de 2005, no consideró suficientemente las conse-
cuencias de la decisión de no establecer ministros suplentes del Tribunal
Constitucional, especialmente teniendo en consideración el alto quórum
que el propio constituyente estableció para que el Tribunal Constitucional
determinara la expulsión de un precepto legal del ordenamiento jurídico
de acuerdo con el artículo 93 n.° 7 de la Constitución, el que es de cuatro
quintos de sus integrantes. En efecto, basta que tres ministros del Tribunal
se encuentren enfermos o con licencia para que el Tribunal no tenga inte-
gración para resolver materias de inconstitucionalidad de preceptos lega-
les en control abstracto con efecto erga omnes. Situación similar a la vivi-
da por el Tribunal Constitucional peruano durante el gobierno de Fujimori
antes comentado.

Sin embargo, el texto de la Ley adecuatoria del la LOCTC incluye en
uno de sus artículos los Ministros Suplentes. Reproducimos a continuación
el texto del respectivo artículo:

«Artículo 15. Cada tres años, en el mes de enero que correspon-
da, se procederá a la designación de dos suplentes de ministro que
reúnan los requisitos para ser nombrado miembro del Tribunal, quie-
nes podrán reemplazar a los ministros e integrar el pleno o cualquiera
de las salas sólo en caso que no se alcance el respectivo quórum para
sesionar.

Los suplentes de ministro a que se refiere el inciso anterior serán
nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Se-
nado, eligiéndolos de una nómina de siete personas que propondrá el
Tribunal Constitucional, previo concurso público de antecedentes,
el que deberá fundarse en condiciones objetivas, públicas, transpa-
rentes y no discriminatorias. El Tribunal formará la nómina en una
misma y única votación pública, en la que cada uno de los ministros
tendrá derecho a votar por cinco personas, resultando elegidos quie-
nes obtengan las siete primeras mayorías. El Senado adoptará el
acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión
especialmente convocada al efecto, debiendo pronunciarse respecto de
la propuesta como una unidad. Si el Senado no aprobare la propo-
sición del Presidente de la República, el Tribunal Constitucional
deberá presentar una nueva lista, en conformidad a las disposiciones
del presente inciso, dentro de los sesenta días siguientes al rechazo,
proponiendo dos nuevos nombres en sustitución de los rechazados,
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repitiéndose este procedimiento hasta que se aprueben los nombra-
mientos.

Los suplentes de ministro concurrirán a integrar el pleno o las
salas de acuerdo al orden de precedencia que se establezca por sorteo
público. La resolución del Presidente del Tribunal que designe a un
suplente de ministro para integrar el pleno o las salas deberá ser fun-
dada y publicarse en la página web del Tribunal.

Los suplentes de ministro tendrán las mismas prohibiciones, obli-
gaciones e inhabilidades que los ministros y regirán para ellos las
mismas causales de implicancia que afectan a estos. Sin embargo, no
cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad ni se les aplica-
rá la incompatibilidad con funciones docentes a que se refiere el ar-
tículo 12 bis.

Los suplentes de ministro deberán destinar a lo menos media jor-
nada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el
Tribunal y recibirán una remuneración mensual equivalente al cin-
cuenta por ciento de la de un ministro».

El problema debiera haber sido enfrentado, en nuestra opinión, mas
correctamente, a través de una reforma constitucional que previera la exis-
tencia de ministros suplentes del Tribunal Constitucional nombrados por
los órganos constitucionales que eligen a los miembros titulares del Tribu-
nal Constitucional, con los mismos requisitos, inhabilidades e incompati-
bilidades y por el mismo periodo de tiempo que los ministros titulares.

Nos parece que todos los integrantes de un órgano constitucional que
ejerce jurisdicción constitucional deben estar dotados de la misma legiti-
midad constitucional, sean estos titulares o suplentes, lo que les dota de
igual autoridad para resolver los delicados asuntos sometidos a su tarea
jurisdiccional.

Este es el camino transparente y adecuado para resolver un problema
no urgente pero si importante para el adecuado funcionamiento de nuestro
Tribunal Constitucional.

c) La duración en el cargo y la posible reelección de los magistrados

a’) La duración en el cargo de los magistrados y renovación total o parcial

En Chile, de acuerdo a la Constitución vigente, artículo 92, prevé que
los ministros del Tribunal Constitucional permanezcan nueve años en sus
cargos y se renuevan por parcialidades cada tres años.

Este criterio clásico en el constitucionalismo contemporáneo posibilita
una evolución progresiva de la jurisprudencia, sin cambios drásticos en ella
producto de un cambio profundo de la composición del tribunal respectivo.
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El período de nombramiento de los ministros del Tribunal Constitu-
cional de Chile, exceden el mandato de los órganos que realizan dichos
nombramientos, lo que constituye una de las garantías que posibilitan el
ejercicio independiente de presiones de los magistrados del Tribunal Cons-
titucional.

b’) La existencia o no de reelección inmediata de los magistrados

El texto constitucional hasta la reforma de 2005 nada establecía sobre
la reelección de los magistrados del Tribunal Constitucional, en cambio,
la norma del artículo 2º de la Ley n.º 17.997 Orgánica Constitucional del
Tribunal Constitucional posibilitaba tal reelección inmediata.

La reforma constitucional de 2005, en el artículo 92, establece expre-
samente la no reelección de los magistrados del Tribunal Constitucional,
con la excepción del caso del ministro que lo haya sido como reempla-
zante y haya ejercido el cargo por un periodo inferior a cinco años. Ello
es asumido por el artículo 2° de la Ley adecuatoria de la LOCTC, en pro-
ceso final de control de constitucionalidad preventivo por el Tribunal
Constitucional, cuyo inciso segundo determina que «Los miembros del
Tribunal, al término de su período, no podrán ser reelegidos, salvo aquél
que habiendo sido elegido como reemplazante, haya ejercido el cargo por
un período menor a cinco años y tenga menos de 75 años de edad».

Nos parece conveniente, mas aún, necesario, para la independencia del
Tribunal y la adecuada imparcialidad de los magistrados, la regla de la no
reelección para el periodo inmediatamente siguiente, sin excepciones. La
reelección constituye un elemento funcional a los intereses del órgano que
puede reelegirlo y puede condicionar psicológicamente en sus funciones al
magistrado que busca mantenerse para el próximo periodo. En tal sentido,
nos parece adecuada la técnica y normativa vigente en Colombia y Perú,
en el contexto latinoamericano.

B) El estatuto jurídico de los magistrados de los tribunales constitucionales

La normativa chilena está contenida en el artículo 81 de la Constitu-
ción y en la Ley n.º 17.997 Orgánica Constitucional del Tribunal Consti-
tucional de 19 de mayo de 1981. Dicha normativa regulan la inamovilidad,
el fuero y la inviolabilidad de los magistrados de los respectivos tribuna-
les constitucionales, entre otras materias, todo lo cual tiende a garantizar
la autonomía e independencia funcional del tribunal y la imparcialidad de
los magistrados.
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a) Régimen de inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación de
funciones

La Constitución de Chile, en su artículo 92 de la Constitución, precisa
que los magistrados no pueden ejercer la profesión de abogados, incluyen-
do la judicatura, ni pueden realizar actos de celebración o caución de con-
tratos con el Estado, como procurador o agente en gestiones particulares
de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías
o comisiones de similar naturaleza, aceptar ser director de banco o de al-
guna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas
actividades, dichas inhabilidades tendrán lugar sea que el magistrado ac-
túe por sí, por interpósita persona o por medio de una sociedad de perso-
nas de la que forme parte. Además se les aplican las incompatibilidades
propias de los parlamentarios y las inhabilidades sobrevinientes previstas
en el artículo 58 y 59 de la Carta Fundamental. Dichas prohibiciones, in-
compatibilidades e inhabilidades se explicitan también el cuerpo de la
LOC del Tribunal Constitucional en su texto adecuatorio en tramitación
final de control preventivo de constitucionalidad por el propio Tribunal
Constitucional al momento de redactar este trabajo.

En efecto, el artículo 12 bis de la Ley adecuatoria precisa que «Los
ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judica-
tura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco
podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o
por medio de una sociedad de personas de la que forme parte, como man-
datario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o
agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión
de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar natu-
raleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o
ejercer cargos de similar importancia en esas actividades».

La disposición citada, en su inciso 2° determina que «El cargo de mi-
nistro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo
o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las
entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o
en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda
otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos
docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en establecimien-
tos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, hasta
un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia. Sin
embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la
dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá
la incompatibilidad a que se refiere este inciso».
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Finalmente, el inciso 3° determina que «el cargo de ministro es incom-
patible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad
honores, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas
estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital».

A su vez, los magistrados desde el día de su nombramiento y hasta
seis meses después de terminar su cargo, no pueden ser nombrados para
un empleo, función o comisión de las referidas en el párrafo anterior.

b) Las causales de cesación en el cargo de los magistrados que integran
el Tribunal Constitucional

En Chile, la Constitución vigente en el artículo 92 determina que los
magistrados del Tribunal Constitucional cesan al cumplir 75 años de edad.

En el caso chileno, a diferencia de algunos casos del derecho compa-
rado latinoamericano, los magistrados del Tribunal Constitucional como
determina el artículo 92 de la Carta Fundamental son inamovibles.

En el derecho comparado latinoamericano se entrega al Congreso o
Asamblea Nacional la posibilidad de destituir los magistrados del Tribunal
Constitucional a través del juicio político o acusación constitucional, lo que
constituye un riesgo para la adecuada independencia de los magistrados en
el ejercicio de sus funciones. El precedente peruano sobre la materia du-
rante el régimen de Fujimori en Perú, que impidió al tribunal conocer de
acciones de inconstitucionalidad por un buen periodo de tiempo, por care-
cer de quórum para ello, como asimismo, la acusación constitucional que
se mantuvo latente sobre cinco de los nueve magistrados del Tribunal
Constitucional de Ecuador en 2003, como asimismo la amenaza contra los
magistrados del Tribunal Constitucional de Bolivia durante los años 2007
y 2008, que llevó a su anulación por renuncia de todos sus magistrados a
excepción de uno de ellos que finalmente renuncio durante el presente año,
constituye una confirmación de dicho riesgo. Consideramos mas adecuado
que los magistrados del Tribunal Constitucional no sean susceptibles de ser
acusados constitucionalmente, sino solamente puedan ser objeto de impu-
tación y condena en el caso de cometer delitos por el tribunal de justicia
competente correspondiente, luego de un debido proceso.

C) Inmunidades y fueros de los magistrados de los Tribunales Constitu-
cionales

En Chile, la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional,
determina en su artículo 11º que, «las decisiones, decretos e informes que
los miembros del Tribunal expidan en los asuntos de que conozcan, no les
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impondrán responsabilidad». A su vez, el artículo 12º precisa que «los
Ministros están eximidos de toda obligación de servicio personal que las
leyes impongan a los ciudadanos chilenos».

El artículo 21 de la LOCTC precisa que «ningún miembro del Tribu-
nal, desde el día de su designación, puede ser procesado o privado de su
libertad, salvo el caso de delito flagrante, si la Corte de Apelaciones de
santiago, en pleno, no declara previamente haber lugar a la formación de
causa. La resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema. En caso de ser
arrestado algún miembro del Tribunal por delito flagrante, será puesto in-
mediatamente a disposición de la Corte de Apelaciones de Santiago con la
información sumaria correspondiente. El tribunal procederá, entonces, con-
forme a lo dispuesto en el inciso anterior.

El artículo 12, inciso segundo, de la ley en comento determina que
«los Ministros no están obligados a concurrir al llamamiento judicial, sino
conforme a lo dispuesto en los artículos 361 y 389 del Código de Proce-
dimiento Civil y del artículo 191 n.º 1 y artículo 192 del Código de Pro-
cedimiento Penal.

A su vez, el artículo 21 de la LOCTC señala que «Ningún miembro
del Tribunal, desde el día de su designación, puede ser procesado o priva-
do de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si la Corte de Apela-
ciones de Santiago, en pleno, no declara previamente haber lugar a forma-
ción de causa. La resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema».

El artículo 22 de la LOCTC señala que desde que se declare por reso-
lución firme haber lugar a la formación de causa por crimen o simple de-
lito contra un miembro del Tribunal, queda este suspendido de su cargo y
sujeto al juez competente.

Finalmente el artículo 23 de la LOCTC prescribe que «si la Corte de-
clara no haber lugar a la formación de causa, por resolución ejecutoriada,
el Tribunal ante quien penda el proceso sobreseerá definitivamente al
miembro afectado».

D) Estructura y funcionamiento de los tribunales constitucionales.

a) El funcionamiento en pleno o en salas del respectivo Tribunal Consti-
tucional

El Tribunal Constitucional chileno funciona en pleno o dividido en dos
salas. En el primer caso el quórum para sesionar es de, a lo menos ocho
miembros; en el caso de funcionamiento en salas el quórum es de, a lo
menos, cuatro miembros.

Las salas conocen de la admisibilidad de los requerimientos interpues-
tos ante el Tribunal Constitucional, a su vez, la Constitución en su artícu-



299

HUMBERTO NOGUEIRA ALCALÁ EL ESTATUTO DE LOS JUECES CONSTITUCIONALES EN CHILE

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 14, Madrid (2010), págs. 279-322

lo 92, penúltimo inciso, sólo posibilita a las salas conocer de la incons-
titucionalidad de los Auto Acordados de La Corte Suprema de Justicia, las
Cortes de apelaciones y del Tribunal Calificador de Elecciones, y de las
declaraciones de inconstitucionalidad de los partidos o movimientos polí-
ticos, de acuerdo con el artículo 19 N.° 15 de la Constitución. Todas las
demás competencias del Tribunal Constitucional se ejercen en pleno.

Nos parece necesario que para mantener la unidad de la jurispruden-
cia, cuando exista una disparidad de criterios entre las Salas del Tribunal,
pudiera pasarse el asunto al Pleno, el que debiera resolver en definitiva
sobre la materia. En el caso chileno, entre los años 2006 al presente, las
salas del Tribunal Constitucional tienen distintos criterios para determinar
la admisibilidad de diversas acciones o recursos, con lo cual se produce
un dispar acceso a la jurisdicción de los ciudadanos, lo cual debiera ser
visto por el Pleno, sin embargo, el texto constitucional no permite este
procedimiento, lo que genera una desigualdad de las personas ante la ju-
risdicción constitucional, dependiendo de la Sala que conozca la admisi-
bilidad de su acción o recurso.

La Ley adecuatoria de la LOCTC, introduce un artículo 25 B, el cual
determina que «El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas.
En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho
miembros, y en el segundo de, a lo menos, cuatro. Cada sala, en caso de
necesidad, podrá integrarse con Ministros de la otra sala».

La misma disposición legal precisa que, «En el mes de diciembre de
cada año, en una sesión pública especialmente convocada al efecto, una
comisión formada por el Presidente del Tribunal y los dos Ministros más
antiguos del mismo, designará a los Ministros que integrarán las dos salas
del Tribunal a partir del mes de marzo siguiente. La sala que integre el
Presidente del Tribunal será presidida por éste, y la otra, por el Ministro
más antiguo presente que forme parte de ella».

Dicha disposición también determina que «Las sesiones ordinarias se
suspenderán en el mes de febrero de cada año», agregando que «Las se-
siones extraordinarias se celebrarán cuando las convoque el Presidente del
Tribunal o de la sala respectiva, de propia iniciativa o a solicitud de tres
o más de los miembros del Tribunal, tratándose de sesiones extraordina-
rias del pleno, o a solicitud de dos o más de los miembros de la sala res-
pectiva, tratándose de sesiones extraordinarias de sala».

La disposición legal citada concluye señalando que «Cada sala repre-
sentará al Tribunal en los asuntos de que conozca».

Las competencias del Pleno del Tribunal Constitucional

El artículo 25c de la Ley adecuatoria de la LOCTC dispone, en armo-
nía con lo señalado en el artículo 92, inciso 5° que corresponde al pleno
del Tribunal Constitucional:
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«1.° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que in-
terpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas
constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre ma-
terias propias de estas últimas, antes de su promulgación.

2.° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad de los autos
acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones
y el Tribunal Calificador de Elecciones.

3.° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susci-
ten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma cons-
titucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso.

4.° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucio-
nalidad de un decreto con fuerza de ley.

5.° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constituciona-
lidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de
las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Eleccio-
nes.

6.° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplica-
ción en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o es-
pecial, resulte contraria a la Constitución.

7.° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de incons-
titucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable.

8.° Resolver sobre la inconstitucionalidad de un precepto legal de-
clarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 6°
de este artículo.

9.° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la Re-
pública no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un
texto diverso del que constitucionalmente corresponda.

10.° Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolu-
ción del Presidente de la República que la Contraloría General de la
República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando
sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la
Constitución Política.

11.º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supre-
mos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados
en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente
de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar re-
servadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Po-
lítica de la República.

12.° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de
los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabili-
dad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos
que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad
a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15°,
del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la perso-
na afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo,



301

HUMBERTO NOGUEIRA ALCALÁ EL ESTATUTO DE LOS JUECES CONSTITUCIONALES EN CHILE

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 14, Madrid (2010), págs. 279-322

la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adop-
tado por la mayoría de sus miembros en ejercicio.

13.° Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo
53, número 7°, de la Constitución Política.

14.° Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales
que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado,
permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras fun-
ciones.

15.° Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabi-
lidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los
parlamentarios.

16.° Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los
términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de
la República y pronunciarse sobre su renuncia al cargo.

17.º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitu-
ción Política y la presente ley».

Las competencias de las salas del Tribunal Constitucional

A su vez, el artículo 25, literal d), introducido por la Ley adecuatoria
de la LOCTC determina que corresponde a las salas del Tribunal Consti-
tucional:

«Artículo 25 D. Corresponderá a las salas del Tribunal:
1.° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de com-

petencia del pleno.
2.° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre

las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia,
que no correspondan al Senado.

3.° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha origi-
nado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad.

4.º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución
y la presente ley».

b) El procedimiento de nombramiento del Presidente del Tribunal Consti-
tucional y su periodo de ejercicio en el cargo

En el caso chileno, el asunto se encuentra regulado por la Ley Orgáni-
ca Constitucional del Tribunal has hoy vigente, la cual en su artículo 5º,
dispone que «Los miembros del Tribunal deberán elegir, de entre ellos, un
Presidente por simple mayoría de votos». Este permanece dos años en sus
funciones.

El texto de la Ley adecuatoria de la LOCTC, en curso de control pre-
ventivo de constitucionalidad, modifica el artículo 5° estableciendo que el
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Presidente del Tribunal Constitucional es elegido por mayoría absoluta de
votos»; agrega que «Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum nece-
sario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quie-
nes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior». El mismo
texto dispone que el Presidente «no podrá ser reelegido dos veces conse-
cutivas».

El nuevo artículo 6° introducido por la Ley adecuatoria de la LOCTC
precisa que el «Presidente será subrogado por el Ministro que lo siga en
el orden de precedencia que se halle presente y así sucesivamente». La
misma disposición determina que «Los Ministros del Tribunal tendrán la
precedencia correspondiente a la antigüedad de su nombramiento o de su
primer nombramiento, cuando proceda. En caso que la antigüedad sea la
misma se atenderá para ello al orden que determine el Tribunal, en vota-
ción especialmente convocada al efecto. Con todo, el Ministro que haya
desempeñado el cargo de Presidente en el período anterior tendrá la pri-
mera precedencia en el siguiente».

Las normas que regulan la elección del Presidente de los respectivos
tribunales son similares en los diversos países, lo que otorga a los respec-
tivos tribunales la determinación de su Presidente, lo que dota al Tribunal
de una adecuada autonomía en el ejercicio de sus funciones y una plena
auto administración interna. La mayoría del los Tribunales prevén el ejer-
cicio de la presidencia por un periodo de dos años (Chile, Ecuador y
Perú). El sistema colombiano permite que todos los magistrados sean pre-
sidentes de la Corte Constitucional al establecer un año de duración del
cargo, posibilitando que todos los magistrados sean durante su periodo
presidentes de la Corte.

La retribución económica de los Ministros del Tribunal Constitucional

De acuerdo a la Ley n.º 20.224, de 13-10-2007, del Ministerio de Jus-
ticia, en concordancia con el artículo 77 de la Ley n.º 17.997, Orgánica
Constitucional del Tribunal Constitucional, los Ministros perciben una re-
muneración equivalente a la de Ministro de Estado, que en la actualidad
alcanza a una remuneración bruta de seis millones setecientos sesenta y
dos mil novecientos treinta y siete pesos chilenos ($ 6.762.937) mensua-
les, que equivale a aproximadamente once mil novecientos dólares (US
$ 12.300) mensuales, aproximadamente.

El texto de la Ley adecuatoria de la LOCTC, en el nuevo artículo 77
determina que «La renta mensual de los Ministros del Tribunal correspon-
derá a la remuneración de un Ministro de Estado, incluidas todas las asig-
naciones que a éstos correspondan».

El inciso 2° de la disposición considerada precisa que «La remunera-
ción de los Ministros del Tribunal tendrá el carácter de renta para todo
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efecto legal, en los mismos términos y modalidades que lo sean las remu-
neraciones de los Ministros de Estado, y estará afecta a las incompatibili-
dades, prohibiciones e inhabilidades señaladas en el artículo 1° de la ley
N.° 19.863».

3. LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En el caso chileno, los fallos del Tribunal Constitucional, por su pecu-
liaridad de ser concretados en un procedimiento de control preventivo por
regla general, implican que «las disposiciones que el Tribunal declare in-
constitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con
fuerza de ley de que se trate», a su vez, en los casos de control reparador
sobre decretos supremos, el respectivo cuerpo normativo considerado in-
constitucional «quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de
la sentencia del Tribunal que acoja el reclamo», señala el artículo 83, in-
ciso 2º de la Constitución. También es necesario señalar que al existir en
el modelo chileno de jurisdicción constitucional chileno, un control repre-
sivo con efectos inter partes en manos de la Corte Suprema, el constitu-
yente consideró necesario precisar en el artículo 83, inciso 3º de la Cons-
titución que, «resuelto por el Tribunal (Constitucional), que un precepto
legal determinado es constitucional, la Corte Suprema no podrá declararlo
inaplicable por el mismo vicio que fue materia de la sentencia». A su vez,
el mismo artículo 83 inciso primero, determina que contra las resolucio-
nes del Tribunal Constitucional no procede recurso alguno, sin perjuicio
de que el mismo Tribunal, conforme a la ley rectifique los errores de he-
cho en que hubiere incurrido.

La Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional en su ar-
tículo 32 señala que, el Tribunal Constitucional, de oficio o a petición de
parte, puede modificar sus resoluciones sólo si se hubiere incurrido en al-
gún error de hecho que así lo exija. El artículo 45 de la Ley Orgánica en
análisis se señala que las sentencias se comunican al requirente y, en su
caso, al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados
y a la Contraloría General de la República, para los fines a que hubiere
lugar. También dichas sentencias se comunican, en cuanto corresponda a
la Corte Suprema de Justicia, para los efectos antes señalados del artículo
83 de la Constitución. Los Ministros que discrepan de la opinión mayori-
taria del Tribunal, deben hacer constar en el fallo su disidencia, como se-
ñala el artículo 31 de la LOCTC.

En todos los casos considerados, las sentencias de los Tribunales Cons-
titucionales constituyen actos procesales de un órgano jurisdiccional cole-
giado que tienen el carácter de decisión definitiva que pone término al
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asunto controvertido, fuera de tener un carácter especial por ser la instan-
cia suprema en materia constitucional. Tales resoluciones se publican en
los respectivos Diarios o Boletines Oficiales del Estado, o en la Gaceta del
Tribunal o Corte Constitucional.

En los diversos Tribunales Constitucionales analizados las sentencias
respectivas tienen valor de cosa juzgada y no cabe recurso alguno contra
ellas10. Así en todos los países analizados, los órganos estatales quedan
vinculados por las sentencias de los Tribunales Constitucionales.

En las legislaciones nacionales se establece que las sentencias de los
respectivos tribunales constitucionales deben ser publicadas con los votos
concurrentes o disidentes o particulares, si los hubiere, tanto en lo que dice
relación con los fundamentos y la decisión. Los votos concurrentes o disi-
dentes constituyen un elemento para analizar la consistencia y fundamento
de las sentencias por parte de la comunidad jurídica que tiene como tarea
la crítica de la calidad y fundamento los fallos de la jurisdicción consti-
tucional.

La regla es que los fallos de los Tribunales Constitucionales no posi-
bilitan recurso alguno, salvo la aclaración o complementación de la sen-
tencia, ya sea de oficio o a petición de parte, cuando hay un error de he-
cho o un punto oscuro de la sentencia que deba clarificarse.

Como dispone el artículo 31 bis de la Ley adecuatoria de la LOCTC,
«Las sentencias del Tribunal se publicarán íntegramente en su página web,
o en otro medio electrónico análogo, sin perjuicio de las publicaciones que
ordenan la Constitución y esta ley en el Diario Oficial. El envío de ambas
publicaciones deberá ser simultáneo». La misma disposición en su inci-
so 2° precisa que «Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitu-
cionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4°, 7° y 16° del artí-
culo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso.
Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a
lo menos la parte resolutiva del fallo»; agregándose que «También se pu-
blicarán en la página web del Tribunal, al menos, las resoluciones que
pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, el listado de
causas ingresadas y fecha del ingreso, las tablas de las salas y del pleno,
la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisi-
bilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y
los acuerdos del pleno».

El inciso final de la disposición en comento determina que «La publi-

10 Artículo 121 de la Constitución de Bolivia; artículo 243 de la Constitución de Colom-
bia y artículos 45 a 47 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia; artículo 83 de la
Constitución Chilena; artículo 278 de la Constitución de Ecuador; artículo 204 de la Constitu-
ción del Perú.
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cación de resoluciones en el Diario Oficial deberá practicarse dentro de los
tres días siguientes a su dictación».

4. EL ESTATUTO DE LOS MINISTROS DE LAS CORTES DE APELACIONES Y

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.

A) La separación de funciones, propia de un Estado de Derecho, exige
la manifestación constitucional de un reconocimiento de autonomía recí-
proca entre los diversos órganos estatales, lo que se manifiesta en una
autonomía orgánica y funcional, la que se manifiesta en un estatuto jurídi-
co constitucional y su complementación por ley orgánica constitucional, el
que busca garantizar la independencia e imparcialidad de los jueces, los
cuales libres de injerencias de los otros poderes estatales, desarrollaran su
función jurisdiccional, lo que constituye la vertiente funcional de la sepa-
ración de funciones y la distribución del poder estatal.

El poder Judicial goza de autonomía en el sentido de desarrollar su
gestión administrativa interna, dentro del estatuto jurídico determinado por
el legislador orgánico constitucional. Esta autonomía se encuentra estable-
cida por la superintendencia económica que la Constitución entrega a la
Corte Suprema de Justicia, en el ámbito interno de la estructura judicial,
aún cuando el legislador siempre dispone de la facultad de regular la ma-
teria cuando lo estime conveniente, de acuerdo a lo dispuesto en el artícu-
lo 77, que entrega al legislador orgánico constitucional la competencia de
determinar la organización y atribuciones de los tribunales que fueren ne-
cesarios para una pronta y cumplida administración de justicia en todo
el territorio de la República.

Este principio de independencia judicial constituye una categoría fun-
cional que significa ausencia de subordinación jurídica al gobierno o al
Congreso en el ejercicio de la función jurisdiccional, como asimismo, la
consiguiente imparcialidad de los jueces como terceros ajenos a las partes
que resuelven y pacifican el conflicto jurídico sometido a su consideración,
el cual esta sometido solo al derecho, otorgando seguridad jurídica y previ-
sibilidad al ordenamiento jurídico.

Obviamente, la independencia que se predica del Poder Judicial lo es
en su dimensión de ejercicio de la función jurisdiccional teniendo como
fin hacer respetar el derecho emanado del Estado Constitucional democrá-
tico y pacificando los conflictos a través de sus sentencias motivadas, con-
gruentes y sujetas a las fuentes del derecho vigentes, en los supuestos y
en las condiciones que el propio ordenamiento jurídico establece. Esta in-
dependencia con este fin y a través de los medios arbitrados por el siste-
ma jurídico, justifica asimismo, el establecimiento de responsabilidades
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cuando la finalidad no se cumple adecuadamente o se exceden los proce-
dimientos agenciados para ello, todo órgano es responsable por el ejerci-
cio de sus funciones, ningún órgano ni autoridad esta exenta de la respec-
tiva responsabilidad configurada en el Estado constitucional democrático.
Si el producto normativo que debe aplicar al caso concreto es en si mis-
mo de dudosa constitucionalidad o genera una regla de resolución del caso
inconstitucional, el juez o tribunal ordinario debe requerir el pronuncia-
miento del Tribunal Constitucional de acuerdo al art. 93 N.° 6 e la Cons-
titución, único órgano con competencia para enjuiciar la calidad de la nor-
mativa legal y determinar su ajustamiento o no a la Carta Fundamental,
pudiendo determinar la inaplicación del precepto legal, como asimismo
posteriormente, de oficio o a petición de parte, expulsar el enunciado nor-
mativo legal del ordenamiento constitucional si en ninguna de sus lecturas
posibles se ajusta a la Constitución.

Asimismo, todos los órganos y autoridades están sometidos a la legiti-
ma crítica ciudadana, que se puede manifestar respecto de las resoluciones
judiciales, como ocurre asimismo respecto de las decisiones de los otros
órganos estatales, el recurso de la crítica ciudadana es un poderoso con-
trol que establece el Estado Constitucional a favor del pueblo respecto de
sus representantes, el cual, muchas veces es mas eficaz que las posibles
responsabilidades jurídicas en la tarea de supervisión y control de la labor
de jueces y magistrados.

Independencia judicial y crítica ciudadana son elementos que integran
y deber convivir equilibradamente en un Estado Constitucional democráti-
co dentro de determinados límites, lo que exige a la judicatura desembara-
zarse de conductas arrogantes y realizar una adecuada y necesaria tarea de
acercamiento a la opinión pública.

Es en este contexto, en el cual es necesario reflexionar sobre el nece-
sario e imprescindible desarrollo de la garantía de la independencia judi-
cial, sin la cual se hace ilusoria la libertad, los derechos fundamentales de
las personas y pierden sentido las garantías jurisdiccionales de ellos, las
que se transforman en elementos manipulables formalmente sin eficacia y
sin cumplir los fines para los cuales fueron instituidos, como asimismo, se
afecta centralmente la vigencia efectiva del propio Estado Constitucional
democrático, en la medida que se afecta radicalmente la seguridad y pre-
visibilidad jurídica y política, como el mantenimiento de la paz social,
condición necesaria del desarrollo de la sociedad en sus diversas dimen-
siones: política, social, cultural y económica.

La independencia judicial tiene tres manifestaciones, la dimensión ins-
titucional, la dimensión organizativa y la dimensión individual, las cuales
se encuentran interrelacionadas. La independencia institucional es indepen-
dencia externa frente a los otros órganos estatales, lo mismo ocurre con la
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independencia organizacional ya que está ordenada al afianzamiento de la
independencia institucional.

La independencia en la función jurisdiccional de los tribunales de jus-
ticia que integran el Poder Judicial está asegurada formalmente en la Car-
ta Fundamental. La Constitución vigente garantiza la independencia del
Poder Judicial en su función jurisdiccional en su artículo 76, inciso 1°:
«La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas
y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales
establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso
pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pen-
dientes, revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer
revivir causas fenecidas». Por otra parte, las resoluciones judiciales están
dotadas de imperio y deben ser necesariamente cumplidas por la autoridad
requerida, sin que esta pueda calificar su fundamento u oportunidad, ni la
justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar, como deter-
mina el inciso 3° y 4° del mismo artículo 76 de la Carta Fundamental.
Esta potestad determina la independencia orgánica y funcional | de los tri-
bunales en el desarrollo de la función jurisdiccional.

La independencia individual que es aquella que corresponde al órgano
judicial en su aspecto funcional y profesional tiene una vertiente externa
y una vertiente interna, la que tiene especial importancia en la magistratu-
ra del modelo burocrático donde la carrera judicial se acompaña de una
cierta jerarquización institucional, lo que favorece la instauración de in-
fluencias y relaciones de poder interno. Por tanto deben examinarse tanto
los riesgos para la independencia judicial provenientes del exterior como
del interior del propio Poder Judicial.

Asimismo, este contexto permite reflexionar y analizar la garantía es-
tructural de la independencia de la administración de justicia, en sus caras
externa e interna, como asimismo el tema de la organización del gobierno
del Poder Judicial.

B) Consideraciones generales sobre requisitos y procedimiento de nombra-
miento de jueces del Poder Judicial

El nombramiento de jueces es siempre un acto político, en la medida
que se nombra una autoridad que va a ejercer una parte de la potestad
estatal, en cuanto poder político institucionalizado. Asimismo, los órganos
encargados de realizar la provisión de los cargos judiciales siempre lo
harán en concordancia con su propia cosmovisión del hombre, la sociedad
y el mundo, tratando de nombrar jueces que sean afines a sus propias vi-
siones valóricas y sensibilidades sociales. Lo único deseable y posible es
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que no se desarrolle una lealtad clientelística entre la autoridad política que
realiza el nombramiento y el juez, lo que generalmente se asegura por
que el periodo de ejercicio de la función jurisdiccional excede el periodo
de aquella autoridad que realiza el nombramiento, lo que en Chile se ase-
gura por la permanencia en la función hasta el cumplimiento de los 75
años de edad, como asimismo por los controles interorgánicos en los nom-
bramientos, donde participan dos o mas órganos en la determinación del
nombramiento, por ello son preferibles los sistemas mixtos de nombra-
mientos judiciales, aún cuando en esta materia no hay sistemas perfectos.

Por otra parte, la legitimación política y la vinculación a la sociedad
real en que operan los magistrados hacen necesario la intervención de los
órganos de dirección política en el procedimiento de nombramiento de los
magistrados. El resguardo de la independencia judicial esta asociaddo a un
tema de grado de intervención de los órganos políticos en el reclutamien-
to y selección de los jueces. Obviamente, cuanta mas capacidad tenga el
Poder judicial para reclutar y seleccionar a sus integrantes, más amplia
será la independencia de los órganos políticos.

La formación profesional adecuada y la preselección efectuada por el
órgano del Poder Judicial respecto de los magistrados en la confección de
ternas y quinas, otorga a la organización del Poder Judicial una influencia
decisiva en quienes ocuparan la respectiva función jurisdiccional, el o los
órganos políticos quedan limitados a escoger dentro del marco determina-
do por el propio Poder Judicial. Lo cual si bien no es un sistema perfecto
ha funcionado adecuadamente en el marco del sistema constitucional de-
mocrático.

a) Los requisitos para ser nombrados y procedimiento de nombramiento
de Ministros de la Corte Suprema de Justicia

La reforma constitucional de 1997 aumento el número de ministros de
la Corte Suprema de Justicia de 17 a 21. Así, el artículo 78 de la Consti-
tución determina en su inciso 2° que la Corte Suprema se compone actual-
mente de veintiún ministros.

El inciso tercero y cuarto del artículo 78, también modificados por la
reforma constitucional de 1997, alteraron el sistema de nombramiento de
los Ministros de la Corte Suprema, anteriormente, sólo podían ser nom-
brados ministros de la Corte Suprema, magistrados de carrera que inte-
graban las Cortes de apelaciones del país, con la reforma de 1997, se es-
tableció que cinco de los ministro de la Corte suprema de Justicia debían
provenir de fuera del Poder Judicial. A su vez, se modificó el procedimien-
to de nombramiento, anteriormente a la reforma de 1997, el procedimien-
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to contemplaba que la Corte suprema constituía una quina o cinquena (lis-
ta de cinco nombres) con ministros de Cortes de Apelaciones que estuvie-
ran en lista de mérito, ocupando uno de los lugares de la lista el ministro
mas antiguo de Corte de Apelaciones del país que figure en lista de méri-
to, el Presidente de la República nombraba como Ministro de la Corte
Suprema al candidato de la lista que consideraba prudencialmente mas
adecuado, en un procedimiento que tenía elementos de cooptación y de
control interorgánico. Luego de la reforma de 1997, el nombramiento con-
tinúa realizándolo el Presidente de la República, quién lo elige de la lista
de cinco nombres que estructura la Corte Suprema, en las mismas condi-
ciones anteriores, siendo el elemento nuevo, que el nombre elegido por el
Presidente de la República debe ser aprobado por el Senado de la Repú-
blica por dos tercios de sus miembros en ejercicio, de no ser así, la Corte
Suprema deberá completar la quina o cinquena proponiendo un nuevo
nombre en reemplazo del rechazado, repitiéndose el procedimiento antes
señalado hasta que se apruebe un nombramiento. Tratándose de proveer
una vacante de uno de los ministros de la Corte Suprema ajenos al Poder
Judicial, esta lista debe estar compuesta sólo por abogados que tengan a
lo menos quine años de título, haberse destacado en la actividad profesio-
nal o universitaria y cumplir los demás requisitos que señale la ley orgá-
nica constitucional respectiva, eligiendo la Corte Suprema cinco de los
postulantes, previo concurso público de antecedentes, para formar la quina
o cinquena que propone al Presidente de la República, el cual, elige un
nombre, el cual debe ser ratificado por el Senado, de acuerdo con el siste-
ma antes explicado. El nuevo sistema incorpora así cinco Ministros ajenos
al Poder Judicial y refuerza el control interorgánico en el nombramiento
al intervenir los tres poderes clásicos del Estado.

Las quinas debe conformarlas el pleno de la Corte Suprema especial-
mente convocado al efecto, en una misma y única votación, donde cada
uno de sus integrantes tiene derecho a votar por tres o dos personas, res-
pectivamente. Así resultan elegidos quienes obtienen las cinco o las tres
primeras mayorías, según corresponda. El empate se resuelve mediante
sorteo.

El Senado en varias oportunidades ha rechazado las propuestas efec-
tuadas por el Presidente de la República, estableciendo a dichos candida-
tos a un escrutinio importante para determinar si tienen las cualidades
necesarias para desempeñarse como Ministro de la Corte Suprema de Jus-
ticia. El sistema implementado lleva en la práctica a un cierto cuoteo de
los nombramientos cuando son dos o mas los cargos vacantes que deben
ser llenados, todo ello de acuerdo a las sensibilidades políticas de los di-
versos grupos parlamentarios del Senado. Asimismo, se ha generado situa-
ciones de dilaciones de nombramientos por falta de acuerdo en la nego-
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ciación del Presidente de la República con los distintos grupos político
partidistas en el Senado, que algunas veces culmina, no con el nombra-
miento del mejor sino con aquel que es mas anodino o el que ha sabido
flotar en aguas turbulentas.

b) El nombramiento de Ministros de Cortes de Apelación

En el caso de los Ministros y Fiscales de las Cortes de Apelaciones, el
mismo artículo 78 de la Carta Fundamental, en su inciso sexto, determina
que ellos son designados por el Presidente de la República, a propuesta de
una terna o lista de tres nombres propuesta por la Corte Suprema. Dicha
terna se compone del juez letrado en lo civil o criminal más antiguo de
asiento de Corte de Apelaciones que figure en lista de mérito y exprese
interés en el cargo; los otros dos lugares se llenan en atención al mérito
de los candidatos.

El Código Orgánico de Tribunales (COT), en su artículo 54 determina
la existencia de diecisiete Cortes de Apelaciones, las cuales tienen asiento
en Arica, Iquique, Antofagasta, Copiapó, La Serena, Valparaíso, Santiago,
san Miguel, Rancagua, Talca, Chillan, Concepción, Temuco, Valdivia,
Puerto Montt, Coyhaique y Punta Arenas. A su vez, el artículo 55 del mis-
mo Código establece su territorio jurisdiccional.

De acuerdo con el artículo 56 del COT, las Cortes de Apelaciones se
integran con el número de ministros que dicha disposición señala:

1. Las Cortes de Apelaciones de Iquique, Copiapó, Chillán, Puerto
Montt, Coyhaique y Punta Arenas tienen cuatro ministros.

2. Las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Ran-
cagua, Talca, Temuco y Valdivia tiene siete ministros.

3. La Corte de apelaciones de San Miguel tiene diecinueve ministros.
4. La Corte de Apelaciones de Santiago tiene treinta y un ministros.

Las ternas las debe conformar el pleno de la Corte Suprema especial-
mente convocado al efecto, en una misma y única votación, donde cada
uno de sus integrantes tiene derecho a votar por tres o dos personas, res-
pectivamente. Así resultan elegidos quienes obtienen las cinco o las tres
primeras mayorías, según corresponda. El empate se resuelve mediante
sorteo.

En el caso de nombramiento de ministros suplentes, como señala la
Constitución en el artículo 78, inciso final, la designación puede hacerse
por la Corte Suprema. Tales designaciones no pueden durar más de sesen-
ta días y no serán prorrogables. En caso de que la Corte no haga uso de
esta facultad o de que haya vencido el plazo de la suplencia, se debe pro-
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ceder a proveer las vacantes en la forma ordinaria analizada preceden-
temente.

C) Duración en el cargo de los Ministros

El sistema de nombramiento que posibilita el mantenimiento en el car-
go por un periodo prolongado posibilita una mayor autonomía del juez de
los órganos que realizan el nombramiento, lo que posibilita una mayor
independencia en el desempeño de sus funciones.

Los ministros de Corte de Apelaciones y Corte Suprema en Chile per-
manecen en funciones mientras dure su buen comportamiento, como seña-
la el texto del artículo 80 de la Constitución, no obstante, cesan al cum-
plir 75 años de edad. Dicha norma no rige para el Presidente de la Corte
Suprema el que permanece en el cargo hasta terminar su período en la
presidencia.

En nuestra opinión la carrera judicial debiera culminar como tal en la
Corte de Apelaciones, en tal sentido, los ministros de la Corte Suprema
deben ser los jueces de mejor calidad y competencia, con una adecuada
experiencia para el desempeño del cargo, pero no debieran tener un nom-
bramiento indefinido hasta los 75 años de edad, nos parece mas adecuado
a la concepción republicana un mandato prolongado pero fijo, el que con-
sideramos prudencialmente en un periodo de diez años.

D) La presidencia de las Cortes y su duración

La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con el artículo 93 del COT,
elige su Presidente de entre sus miembros y dura en funciones dos años,
no pudiendo ser reelegido.

Las Cortes de Apelaciones son dirigidas por un Presidente, cuyas fun-
ciones duran un año contado a partir del 1° de marzo y son desempeñadas
por los miembros del tribunal turnándose por orden de antigüedad en la
categoría correspondiente del escalafón.

Dicha materia no ha presentado mayor dificultad y constituye un pro-
cedimiento garantizador de la independencia funcional de cada órgano al
interior del Poder Judicial.

E) El régimen de responsabilidad de los Ministros de Corte

El artículo 79 de la Constitución precisa en su inciso 1° que «Los jue-
ces son personalmente responsables por los delitos de cohecho, falta de
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observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimien-
to, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda
prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones».

El inciso 2° del mismo artículo 79, agrega que «tratándose de los
miembros de la Corte Suprema, la ley determinará los casos y el modo de
hacer efectiva esta responsabilidad».

El COT desarrolla estas normas en sus artículos 324 y siguientes.
El artículo 324 del COT determina que el cohecho, la falta de observan-

cia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, la denega-
ción y torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación
o grave infracción de cualquiera de los deberes que las leyes imponen a los
jueces, los deja sujetos al castigo que corresponda según la naturaleza o gra-
vedad del delito, con arreglo a lo establecido en el Código Penal». Sin em-
bargo, el inciso segundo del mismo artículo exceptúa de la norma a los mi-
nistros de la Corte Suprema de Justicia, determinando que «Esta disposición
no es aplicable a los miembros de la Corte Suprema en lo relativo a la falta
de observancia de las leyes que reglan el procedimiento ni en cuanto a la
denegación ni a la torcida administración de la justicia».

Los artículos 325 determina que todo juez delincuente será, además
civilmente responsable por los daños estimables en dinero que con su de-
lito hubiere irrogado a cualesquiera personas o corporaciones» y el artícu-
lo 326 precisa que «La misma responsabilidad civil afectará al juez si el
daño fuere producido por un cuasidelito».

Cabe agregar que los miembros de los tribunales superiores de Justi-
cia, Ministros de Cortes de apelaciones y Corte Suprema, son susceptibles
de acusación constitucional por la causal de «notable abandono de sus
deberes», como determina el artículo 52 numeral 2, literal c) de la Cons-
titución. Dicha acusación se plantea y determina en la Cámara de Diputa-
dos por mayoría de los diputados presentes, generando la suspensión del
afectado de sus funciones desde que la Cámara considera que hay lugar a
la acusación, según dispone el artículo 52, numeral 2°, inciso 5°. La Cá-
mara de Diputados una vez que determina que hay lugar a dicha acusa-
ción la plantea al Senado de la República, el cual resuelve como jurado,
por la mayoría de sus miembros en ejercicio, lo que trae como consecuen-
cia, la destitución del cargo del acusado, el cual queda imposibilitado de
desempeñar cualquier función pública, sea o no de elección popular, por
el término de cinco años, según determina el artículo 53, numeral 1°, inci-
so 4° de la Constitución.

El desarrollo de la conducta funcionaria debe ser responsable, en tér-
minos de asumir los deberes funcionarios sustantivos y adjetivos, buscando
siempre su desarrollo en la mejor forma posible, dentro de lapsos razona-
bles y con la mayor calidad posible, respetando siempre el debido proceso.
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El juez es responsable por el contenido de sus decisiones cuando estas
no se fundan en las fuentes del derecho vigente tal como ellas están esta-
blecidas en el ordenamiento jurídico o cuando sus resoluciones no son
deducibles de las normas jurídicas vigentes, cuando la formalización de la
decisión jurisdiccional es improcedente y debe revestir formas jurídicas
distintas. Toda forma de fiscalización debe detenerse ante el muro de la
sentencia motivada, congruente y basada en las fuentes del derecho vi-
gente. Ese contenido puede ser objeto de recursos que busquen alterarlo,
pero no de actuaciones que no fiscalizan el contenido en sí, sino la actua-
ción del juez.

F) Causales de cesación de Ministros de Corte en sus funciones

Los ministros cesan en su cargo, como determina el artículo 80 de la
Constitución por renuncia o incapacidad legal sobreviniente o en caso de
ser depuestos de sus destinos por causa legalmente sentenciada.

Por otra parte, como señala el mismo artículo 80 en análisis, en su
inciso 3°, la Corte Suprema por requerimiento del Presidente de la Repú-
blica, a solicitud de parte interesada, o de oficio, puede declarar que los
jueces no han tenido buen comportamiento y, previo informe del inculpa-
do y de la Corte de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remo-
ción por la mayoría del total de sus componentes. Tales acuerdos se co-
munican al Presidente de la República para su cumplimiento.

Dicha norma es desarrollada por el artículo 332 del COT, en el cual
se establecen 11 causales de expiración o cesación en el cargo, dentro de
las cuales cabe mencionar por su importancia las siguientes: por incurrir
el juez en alguna de las incapacidades establecidas por ley para ejercerlo.
Precisándose que, en el caso de los jueces, condenados, se aplica lo esta-
blecido en el artículo 256 N° 6 del mismo Código; por remoción acordada
por la Corte Suprema en conformidad a la Constitución o las leyes; por
sentencia ejecutoriada recaída en el juicio de amovilidad, en que se decla-
re que el juez no tiene el buen comportamiento que exige la Constitución
para permanecer en el cargo. El artículo 337 del COT establece las pre-
sunciones de derecho, para todos los efectos legales, de cuando el juez no
tiene buen comportamiento; por haber sido declarado responsable criminal
o civilmente por delito cometido en razón de sus actos ministeriales; por
la aceptación de todo cargo o empleo remunerado con fondos fiscales,
semifiscales o municipales, salvo la excepción, de los cargos docentes
hasta un máximo de doce horas semanales. Son causales normales también
de cesación o expiración de funciones la renuncia al cargo; la jubilación,
por la promoción a otro empleo en el Poder Judicial; o por recepción de
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de ordenes eclesiásticas mayores, todo ello también determinado en el ar-
tículo 332 del COT.

G) Inmunidad de los jueces

La inmunidad de los jueces está asegurada por el artículo 81 de la
Constitución, el cual asegura a los magistrados de los tribunales superio-
res de justicia, los fiscales judiciales y los jueces letrados que integran el
poder judicial, el no ser aprehendidos sin orden de tribunal competente,
salvo el caso de crimen o simple delito flagrante y sólo para ponerlos in-
mediatamente a disposición del tribunal que debe conocer el asunto en
conformidad a la ley.

El artículo 328 del COT determina que «ninguna acusación o deman-
da civil entablada contra el juez para hacer efectiva su responsabilidad
criminal o civil podrá tramitarse sin que sea previamente calificada de
admisible por el juez o tribunal que es llamado a conocer de ella». En
materia de responsabilidad penal y responsabilidad civil conexa se estable-
ce el procedimiento de querella de capítulos, la que se encuentra regulada
en el artículo 424 del Código Procesal Penal.

Asimismo, el artículo 329 del COT señala que no puede hacerse efec-
tiva la responsabilidad criminal o civil en contra de un juez «mientras no
haya terminado por sentencia firme la causa o pleito en que se supone
causado el agravio».

H) La libertad de opinión y de voto de los ministros

En todas las instancias colegiadas jurisdiccionales, los jueces y minis-
tros de Corte disponen del derecho de dejar constancia en la sentencia de
sus votos concurrentes o disidentes del fallo o sentencia, dando sus funda-
mentos de sus diferencias con el mismo.

I) La retribución económica de los ministros de los tribunales superiores
de justicia

Uno de los elementos que condicionan la independencia del juez des-
de el punto de vista social, esta dado por un nivel adecuado y justo de
remuneraciones, lo que es indispensable para evitar los fenómenos de co-
rrupción. En algunos países se establece incluso la imposibilidad de dis-
minuir las remuneraciones en su valor real de los jueces. Asimismo, el
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contar con infraestructura y servicios adecuados, es otro elemento que in-
cide en la autonomía, como asimismo en la eficiencia y eficacia de la la-
bor judicial. Todos estos aspectos están relacionados con recursos, lo que
incide en el tema presupuestario.

Los ministros que integran la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo a
la Ley 20.313 de 4 de diciembre de 2008 perciben una renta de 6.795.101
pesos, equivalente a US$ 12.354 aproximadamente, a lo cual debe agre-
garse algunas regalías de casa, auto y chofer.

Los ministro que integran las Cortes de Apelaciones tienen remunera-
ciones que varían de 4.519.197 a 4.818.407 pesos, equivalentes en dóla-
res, US $ 8.216 o a 8.760, respectivamente. A ello debe agregarse a quie-
nes ejercen sus funciones en regiones, una asignación de zona, la cual
incrementa sus remuneraciones desde un 30% a un 250% en las zonas más
aisladas y alejadas del territorio nacional. A ello debe agregarse la asigna-
ción de casa.

J) Algunas consideraciones finales sobre las garantías institucionales de
la independencia del juez dentro del Poder Judicial: la independencia
interna

La independencia interna puede subclasificarse en independencia juris-
diccional frente a los tribunales superiores, como asimismo independencia
respecto de los órganos o autoridades de gobierno o administración del
Poder Judicial. Los riesgos para la independencia interna son mayores
cuando se concentra en un mismo órgano la superintendencia correccio-
nal, disciplinaria y económica de los tribunales de justicia, como ocurre
en el caso chileno.

En nuestro ordenamiento constitucional, el artículo 82 entrega a la
Corte Suprema de Justicia la superintendencia directiva, correccional y
económica de todos los tribunales de la Nación. Sólo se excluyen de ella,
el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tri-
bunales electorales regionales.

Esta situación le entrega a la Corte Suprema un poder de influencia
significativo respecto de los tribunales inferiores al calificar su labor y
aplicar medidas disciplinarias, aún teniendo en consideración la reforma
constitucional de 1997, la cual acotó el uso de las facultades disciplinarias,
de los tribunales superiores de justicia, teniendo presente el uso de la que-
ja, señalando que solo se pueden invalidar resoluciones jurisdiccionales en
los casos y formas que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.

La independencia interna supone que cada juez y tribunal goza de au-
tonomía en sus resoluciones judiciales con respectos a las otras instancias
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jurisdiccionales, aún cuando sus sentencias pueden ser revisadas a través
de diversos recursos.

Debemos tener presente que el Poder Judicial esta integrado por tribu-
nales de diversa categorías, en diversas instancias, lo que no implica su-
perioridad, cada tribunal ejerce su ámbito de competencia jurisdiccional
solo ajustado a lo que entiende e interpreta que determina el derecho, con
autonomía e independencia, sin ser objeto de instrucciones. Todo y cada
juez sólo esta al servicio de la justicia y tiene como parámetro de control
el derecho vigente y su razonamiento jurídico se vierte en la sentencia
motivada, congruente y de acuerdo con las fuentes del derecho vigentes.

La integración de los jueces en una organización llamada Poder Judi-
cial no afecta en nada el ejercicio de la jurisdicción encomendada a cada
uno de ellos en exclusividad, sino que ordena las diferentes modalidades
de recursos que contempla el sistema, además de establecer un estatuto
jurídico común para todos los jueces y tribunales que integran institucio-
nalmente en un sistema orgánico y administrativo que estructura el princi-
pio de unidad de jurisdicción. De esta institucionalidad se excluyen sólo
los tribunales que la propia Constitución señala.

La experiencia práctica demuestra que las decisiones jurisdiccionales de
la Corte Suprema de Justicia o del tribunal que se encuentra en el nivel
superior del sistema influyen de facto, en muchas ocasiones, en el conteni-
do de las sentencias de primera y segunda instancia. Asimismo, la casación
permite vislumbrar un cierto principio de «superioridad» de la Corte Su-
prema de Justicia en la aplicación del derecho, no pudiendo considerarse
contraria a la independencia y autonomía judicial, teniendo en considera-
ción los fines irrenunciables del estado de derecho que la justifican.

Todo el sistema institucional y organizativo del Poder Judicial debe
estar al servicio de la función jurisdiccional que ejerce cada juez y tribunal
con el objetivo de dar eficacia al derecho, el sistema en su conjunto debe
proteger el ejercicio de la facultad de conocer, resolver y hacer ejecutar lo
juzgado, todo ellos sin interferencias, temores o presiones, en las mejores
condiciones posibles, con el máximo de eficiencia y calidad. Esto es lo que
debe preservar centralmente la independencia judicial. El sometimiento al
derecho y su correcta y justa interpretación y aplicación constituye tanto el
fundamento como la limitación de la independencia judicial.

Desde nuestra perspectiva, consideramos que los tribunales integrantes
del Poder Judicial debieran avocarse exclusivamente al desarrollo de sus
funciones jurisdiccionales, ello significa transferir las superintendencias
económica y disciplinaria de la Corte Suprema a un órgano de gobierno y
administración del Poder Judicial.

Esta perspectiva en ningún caso afecta la estructura jurisdiccional chi-
lena y el ejercicio de sus competencias jurisdiccionales, manteniéndose la
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estructura actualmente existente y el sistema de recursos vigentes que ase-
guran un adecuado control intraórgano, la independencia funcional de los
tribunales y la unidad de jurisdicción. La Corte Suprema continúa siendo
la instancia y autoridad máxima del Poder Judicial en materia de jurisdic-
ción ordinaria.

Lo que se afecta en esta proposición son las potestades de gobierno y
administración del Poder Judicial, vale decir las funciones ajenas a ámbito
jurisdiccional, las que constituyen elementos complementarios y secunda-
rios a la función propiamente jurisdiccional, los que consideramos que se
debe entregar a un órgano mayoritariamente compuesto de magistrados y
presidido por el presidente de la Corte Suprema, complementado en su in-
tegración con los demás actores que participan de la cultura jurídica del
país.

En tal sentido, nos parece adecuado diferenciar la función jurisdiccio-
nal de la Corte Suprema de Justicia y la función de gobierno o adminis-
tración del Poder Judicial, ya que ello permite fortalecer el autogobierno,
la influencia en la formulación de la política judicial y en la formulación
del presupuesto judicial.

 La desvinculación de las funciones de carácter jurisdiccional y de
gobierno del poder judicial consideramos que apunta a una potencializa-
ción de la eficacia y eficiencia de ambas funciones y robustece la indepen-
dencia externa e interna del Poder Judicial, mejorando el sistema de nom-
bramientos, disciplina, planificación, gestión y administración.

Esta diferenciación de tareas elimina un excesivo corporativismo radi-
cado en la Corte Suprema de Justicia y un verticalismo de prerrogativas
ajenas a la función jurisdiccional, las cuales hoy se encuentran concentra-
das en la misma Corte Suprema. En definitiva, esta propuesta busca po-
tenciar también la autonomía e independencia de los jueces en la dimen-
sión interna de la judicatura en el ejercicio de su función jurisdiccional.
Se favorece, asimismo, un procedimiento calificatorio y sancionatorio mas
abierto y transparente, desvinculado de los criterios jurisprudenciales de
los jueces, cuyas diferencias de criterios se resuelvan en el ámbito juris-
diccional, sin ser trasladados al ámbito de la calificación funcionaria, po-
sibilitando un juez mas autónomo y libre de temores de sanciones por
explicitar sus razonamientos jurídicos e interpretación del derecho en el
caso concreto que no sean del agrado de alguna instancia superior. La
principal independencia e imparcialidad del juez esta principalmente dado
por el status jurídico que le otorga el ordenamiento jurídico y que lo pro-
tege de influencias, instrucciones o presiones, tanto externas como inter-
nas. La independencia judicial está constituida por la ausencia de toda
subordinación jurídica del juez en el ámbito del ejercicio jurisdiccional de
su competencia.
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Cabe afirmar la independencia interna de los jueces frente al órgano de
gobierno o administración del Poder Judicial, en la medida que este no
puede involucrarse ni tiene injerencia en la función jurisdiccional del ma-
gistrado, no pudiendo dictar instrucciones ya sea de carácter general o par-
ticular sobre la interpretación del ordenamiento jurídico que lleven a cabo
los jueces en el ejercicio de la función jurisdiccional, sin solo instruccio-
nes y prevenciones sobre el adecuado funcionamiento de los tribunales.

5. BIBLIOGRAFÍA

ANDRADE GEYWITZ, Carlos (1971): Elementos de Derecho Constitucional Chile-
no. Editorial Jurídica de Chile, Segunda Edición, Santiago, Chile.

— (1996): «Tribunal Constitucional». En Cuadernos de Análisis Jurídico, n.º 31.
Ed. Universidad Diego Portales, Santiago, Chile.

BERTELSEN R., Raúl (1993): «Sistemas de control constitucional entre 1960 y
1989». En Diagnóstico histórico jurídico del Poder Legislativo en Chile 1960-
1990. Varios autores. Ed. CEAL, Valparaíso, Chile.

— y otros (1987): «Función del Tribunal Constitucional de 1980». En Estudios
Públicos n.º 27, Santiago, Chile.

— (1993): «El sistema de control de constitucionalidad entre 1960 y 1989». En
Diagnóstico histórico jurídico del Poder Legislativo en Chile. 1960-1989. Edi-
torial CEAL, Valparaíso, Chile.

BORDALÍ SALAMANCA, Andrés (2001): «Tribunal Constitucional chileno. ¿Control
jurisdiccional de supremacía constitucional?». En Revista de Derecho. Facul-
tad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Austral de Chile, Vo-
lumen XII, agosto 2001, Valdivia, Chile, pp. 45-89.

BULNES ALDUNATE, Luz (1983): «El recursos de inaplicabilidad en la Constitu-
ción de 1980». En Recursos de rango constitucional. Ed. Facultad de Dere-
cho. Universidad de Chile. Santiago, Chile.

CAPELLETTI, Mauro (1986): «¿Renegar de Monstesquieu, la expansión y la legiti-
midad de la justicia constitucional?». Revista Española de Derecho Constitu-
cional, n.º 17. Madrid, España.

— (1955): La giurisdizione costituzionale delle libertà. Primo studio sul ricorso
costituzionale con particolare riguardo agli ordinamenti tedesco, suizzero e
austriaco. Ed. Giuffrè, Milán, 1974.

CAZOR ALISTE, Kamel (2001): «La Jurisdicción constitucional en Chile». En Re-
vista de Derecho. Facultad de Ciencias Jurídicas y sociales de la Universidad
Austral de Chile, Volumen XII, agosto de 2001, Valdivia, Chile, pp. 91-106.

CEA EGAÑA, José Luis (2001): «La Justicia Constitucional y el Tribunal de la
Constitución en Chile». En Revista de Derecho. Facultad de Ciencias Jurídi-
cas y Sociales de la Universidad Austral de Chile, Volumen XII, agosto de
2001, Valdivia, Chile, pp. 107-118.

— (1990): Tratado de la Constitución. Editorial Jurídica de Chile. Santiago, Chile.
CUMPLIDO C., Francisco (1989): «Tribunal Constitucional y control ideológico».

La Revista del Derecho, n.º 1. Facultad de Derecho, Universidad Central de
Chile, Santiago, Chile.



319

HUMBERTO NOGUEIRA ALCALÁ EL ESTATUTO DE LOS JUECES CONSTITUCIONALES EN CHILE

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 14, Madrid (2010), págs. 279-322

— (1970): «El Tribunal Constitucional». En Reformas Constitucional 1970. Va-
rios autores. Editorial Jurídica de Chile, Santiago, Chile.

— y NOGUEIRA A., Humberto (1994): Teoría de la Constitución. Ed. Universidad
Nacional Andrés Bello. Tercera Edición. Santiago, Chile.

DE VERGOTTINI, Giuseppe. (1987): Diritto Costituzionale comparato. Segunda Edi-
ción. Ed. Padova Cedam. Italia.

EGUIGUREN PRAELI, Francisco (2000): Los Tribunales Constitucionales en Latino-
américa: una visión comparativa. Ed. CIEDLA, Buenos Aires, República Ar-
gentina.

FAVOREU, Louis (1997): Los Tribunales constitucionales. En FERNÁNDEZ SEGADO,
Francisco y GARCÍA BELAUNDE, Domingo: La Jurisdicción constitucional en
Iberoamérica. Ed Dykinson, Madrid, España.

FAVOREU, Louis (1986): Les Cours Constitutionelles. Ed. PUF. París, Francia.
— (1994): Los Tribunales Constitucionales. Ed. Ariel S.A. Barcelona, España.
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, José Julio (2002): La Justicia Constitucional Europea

ante el siglo XXI. Ed. Técnos, Madrid, España.
FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco y GARCÍA BELAUNDE, Domingo (Coords.) (1997):

La jurisdicción constitucional en Iberoamérica. Ed. Dykinson, Madrid, España.
FERRER MAC-GREGOR, Eduardo (2002): Los tribunales constitucionales en Ibero-

américa. Ed. FUNDAP, Mexico.
FIX ZAMUDIO, Héctor (1985): Los Tribunales Constitucionales y los derechos hu-

manos. Ed. UNAM, México.
GARCÍA PELAYO, Manuel (1981): «El “status” del Tribunal Constitucional». En Re-

vista Española de Derecho Constitucional, vol 1 n.º 1, Madrid, España.
— (1986): «Estado Legal y Estado Constitucional de Derecho». En El Tribunal

de Garantías en Debate. Consejo Latinoamericano de Derecho y Desarrollo.
Fundación Friedrich Naumann. Lima, Perú.

GASCON, M. (1994): «La Justicia Constitucional: entre Legislación y Jurisdicción».
En Revista Española de Derecho Constitucional, año 14 n.º 41, mayo-agosto
de 1994, España.

GÓMEZ BERNALES, Gastón (1996): «El Control de constitucionalidad y el Tribunal
Constitucional». En Cuadernos de Análisis Jurídico, n.º 31. Facultad de Dere-
cho, Universidad Diego Portales, Santiago, Chile.

— (1997): «La Justicia Constitucional en Chile». En Anuario Iberoamericano de
Justicia Constitucional. Centro de estudios Constitucionales, Madrid, España.

— (1998): «Algunas ideas críticas sobre la jurisdicción constitucional en Chile».
Revista Ius et Praxis, año 4, n.° 2, Facultad de Ciencias jurídicas y Sociales
de la Universidad de Talca, pp. 269 - 278.

KELSEN, Hans (1928): «La garantie juridictionnelle de la Constitution. La justice
constitutionnelle». Revue de droit Public et de la Science politique en France
et à l’étranger, Paris, Francia. Páginas 197-257.

LANDA ARROYO, César (1999): Tribunal constitucional y estado democrático. Ed.
Pontificia Universidad Católica del P, Lima, Perú.

MOLINA GUAITA, Hernán (1993): Derecho Constitucional. Ed. Universidad de
Concepción, Chile.

NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto (2009): El derecho procesal constitucional y la ju-
risdicción constitucional en Latinoamérica y sus evoluciones. Ed. Librotecnia,
Santiago, Chile.



320

EL ESTATUTO DE LOS JUECES CONSTITUCIONALES EN CHILE HUMBERTO NOGUEIRA ALCALÁ

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 14, Madrid (2010), págs. 279-322

— (2006): Justicia y Tribunales Constitucionales en América del Sur. Ed. Pales-
tra, Lima, Perú.

— (1995): «El Tribunal Constitucional Chileno». En Lecturas Constitucionales
Andinas, n.º 4. Ed. Comisión Andina de Juristas, Lima, Perú. También en
Cuadernos de análisis jurídico, n.º 31, Facultad de Derecho, Universidad
Diego Portales, Santiago, Chile, 1996.

— (1996): «Revisión del modelo orgánico y de la legitimidad del Tribunal Cons-
titucional chileno». Revista Universum, n.º 11, Universidad de Talca, Chile.

— (1997): «La jurisdicción constitucional en Chile». En La Jurisdicción Consti-
tucional en Iberoamérica. Ed. Dykinson, S.L. Madrid, España.

— (1998): «Reflexiones sobre las competencias de la Corte Suprema y el Tribu-
nal Constitucional en materia de control de constitucionalidad». Revista Ius et
Praxis, año 4 n.° 1, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universi-
dad de Talca, pp. 279- 313.

— (2000): «Consideraciones sobre la jurisdicción constitucional en América y Eu-
ropa». En Anuario iberoamericano de justicia constitucional, n.º 4, Centro de
Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, España, pp. 243-307.

PFEFFER U., Emilio (1989): «El Tribunal Constitucional». La Revista de Derecho,
n.º 1. Facultad de Derecho, Universidad Central. Santiago, Chile.

REQUEJO PAGES, Juan Luis: Jurisdicción e independencia judicial. Ed. Centro de
Estudios Constitucionales, Madrid, 1989.

RICO, José María (1997): Justicia penal y transición democrática en América La-
tina. Siglo Veintiuno Editores, México,

RÍOS A., Lautaro (1988): «La Justicia Constitucional en Chile». La Revista de
Derecho, n.º 1. Facultad de Derecho, Universidad Central. Santiago, Chile.

— (1998): «La Jurisdicción constitucional en Chile. Su distribución entre la Cor-
te Suprema y el Tribunal Constitucional». Revista Ius et Praxis, año 4, n.° 1,
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad de Talca, Chile, pági-
nas 315-330.

— (1990): «La Justicia Constitucional en el Derecho público chileno». En XX Jor-
nadas Chilenas de Derecho Público. Editorial Edeval, Valparaíso, Chile.

RIVERA HUNTER, Marcos (1991): La independencia del poder judicial. Derecho
paraguayo y comparado. Ed. La ley, Asunción, Paraguay.

ROSSEN, Keith (1990): «La protección de la independencia del Poder judicial en
Latinoamérica», en James Frank SMITH (coord.), Derecho Constitucional Com-
parado México – Estados Unidos. Tomo I. Universidad Nacional Autónoma
de México. México.

RIVERA SANTIBÁÑEZ, Antonio (1999): «El control constitucional en Bolivia». En
Anuario Iberoamericano de justicia Constitucional, n.º 3, 1999, Centro de Es-
tudios Políticos y Constitucionales, Madrid, España, pp. 205-237.

RIVERA, Teodoro (1984): «El Tribunal Constitucional». Revista Chilena de Dere-
cho. Volumen 11 n.º 2/3, Santiago, Chile, 1984.

— (1986): «Función y composición del Tribunal Constitucional de 1980». Docu-
mento de Trabajo, n.º 74. Ed. Centro de Estudios Públicos. Santiago, Chile.

RUBIO LLORENTE, Francisco (1992): «Seis tesis sobre la jurisdicción constitucional
en Europa». En Revista Española de Derecho Constitucional, n.º 35, mayo-
agosto 1992, Madrid, España.



321

HUMBERTO NOGUEIRA ALCALÁ EL ESTATUTO DE LOS JUECES CONSTITUCIONALES EN CHILE

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 14, Madrid (2010), págs. 279-322

SÁNCHEZ BARRIOS, Maria Inmaculada (1998): Las atribuciones del Consejo Gene-
ral de Poder Judicial. Ed. Tesitex, Salamanca, España.

SILVA BASCUÑAN, Alejandro y SILVA GALLINATO, María Pía (1993): «La misión
del Tribunal Constitucional», XXIV Jornadas de Derecho Público. Revista
Chilena de Derecho. Facultad de Derecho. Pontificia Universidad Católica de
Chile, Santiago, Chile.

— (2001): «Marco de la declaración de inaplicabilidad». En Revista de Derecho
Público. Ed. Facultad de Derecho, Universidad de Chile. Tomo I, 2001. San-
tiago, Chile.

SILVA BASCUÑAN, Alejandro (1970): «El Tribunal Constitucional». En FREI,
Eduardo y otros, Reforma Constitucional de 1970. Editorial Jurídica de Chile,
Santiago, Chile, 1970.

SILVA BASCUÑAN, Alejandro (1963): Tratado de derecho constitucional. Tomo III.
Editorial Jurídica de Chile. Santiago, Chile.

SILVA CIMMA, Enrique (1977): El Tribunal Constitucional de Chile (1971-1973),
Caracas, Venezuela.

— (1989): «El Tribunal Constitucional chileno bajo la Constitución de 1925 re-
formada en 1970». En La Revista de Derecho, n.º 1, Facultad de Derecho,
Universidad Central, Santiago, Chile.

SLOVITER, Dolores y otros (1990): El poder judicial en la sociedad democrática.
Ed. Instituto de estudios Judiciales, Santiago, Chile.

VALENZUELA, Eugenio (Coord.) (1991): Proposiciones para la reforma judicial.
Ed. Centro de Estudios Públicos. Santiago, Chile.

VV.AA. (1995): Lecturas Constitucionales Andinas, n.º 4: Una mirada a los Tri-
bunales Constitucionales. Las experiencias recientes. Ed. Comisión Andina de
Juristas, Lima, Perú.

VEGA HERNÁNDEZ, Rodolfo (2003): La independencia del poder judicial. ED.
FUNDAP. México,

VERDUGO M., Mario; PFEFFER U., Emilio; NOGUEIRA A., Humberto (1997): Dere-
cho Constitucional. Tomo II. Editorial Jurídica de Chile, Santiago, Chile.

VIGORITI, V. (1984): La responsabilitá del giudice. Bologna,
VILCHES GÁLVEZ, Maria Francisca (2007): Gobierno e independencia del poder ju-

dicial. Tesis para optar al grado de Licenciado en derecho. Facultad de Dere-
cho. Pontificia Universidad Católica de Chile, Santiago, Chile.

VILLAGÓMEZ CEBRIÁN, M. (1994): «Las atribuciones del órganos de gobierno del
poder judicial: Análisis comparado del sistema italiano y español». Revista del
Poder judicial, n.° 35, España,





<<
  /ASCII85EncodePages false
  /AllowTransparency false
  /AutoPositionEPSFiles true
  /AutoRotatePages /All
  /Binding /Left
  /CalGrayProfile (Dot Gain 20%)
  /CalRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CalCMYKProfile (U.S. Web Coated \050SWOP\051 v2)
  /sRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CannotEmbedFontPolicy /Warning
  /CompatibilityLevel 1.4
  /CompressObjects /Tags
  /CompressPages true
  /ConvertImagesToIndexed true
  /PassThroughJPEGImages true
  /CreateJDFFile false
  /CreateJobTicket false
  /DefaultRenderingIntent /Default
  /DetectBlends true
  /DetectCurves 0.0000
  /ColorConversionStrategy /LeaveColorUnchanged
  /DoThumbnails false
  /EmbedAllFonts true
  /EmbedOpenType false
  /ParseICCProfilesInComments true
  /EmbedJobOptions true
  /DSCReportingLevel 0
  /EmitDSCWarnings false
  /EndPage -1
  /ImageMemory 1048576
  /LockDistillerParams false
  /MaxSubsetPct 100
  /Optimize true
  /OPM 1
  /ParseDSCComments true
  /ParseDSCCommentsForDocInfo true
  /PreserveCopyPage true
  /PreserveDICMYKValues true
  /PreserveEPSInfo true
  /PreserveFlatness true
  /PreserveHalftoneInfo false
  /PreserveOPIComments false
  /PreserveOverprintSettings true
  /StartPage 1
  /SubsetFonts true
  /TransferFunctionInfo /Apply
  /UCRandBGInfo /Preserve
  /UsePrologue false
  /ColorSettingsFile ()
  /AlwaysEmbed [ true
  ]
  /NeverEmbed [ true
  ]
  /AntiAliasColorImages false
  /CropColorImages true
  /ColorImageMinResolution 300
  /ColorImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleColorImages true
  /ColorImageDownsampleType /Bicubic
  /ColorImageResolution 300
  /ColorImageDepth -1
  /ColorImageMinDownsampleDepth 1
  /ColorImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeColorImages true
  /ColorImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterColorImages true
  /ColorImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /ColorACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /ColorImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000ColorACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000ColorImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasGrayImages false
  /CropGrayImages true
  /GrayImageMinResolution 300
  /GrayImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleGrayImages true
  /GrayImageDownsampleType /Bicubic
  /GrayImageResolution 300
  /GrayImageDepth -1
  /GrayImageMinDownsampleDepth 2
  /GrayImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeGrayImages true
  /GrayImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterGrayImages true
  /GrayImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /GrayACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /GrayImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000GrayACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000GrayImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasMonoImages false
  /CropMonoImages true
  /MonoImageMinResolution 1200
  /MonoImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleMonoImages true
  /MonoImageDownsampleType /Bicubic
  /MonoImageResolution 1200
  /MonoImageDepth -1
  /MonoImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeMonoImages true
  /MonoImageFilter /CCITTFaxEncode
  /MonoImageDict <<
    /K -1
  >>
  /AllowPSXObjects false
  /CheckCompliance [
    /None
  ]
  /PDFX1aCheck false
  /PDFX3Check false
  /PDFXCompliantPDFOnly false
  /PDFXNoTrimBoxError true
  /PDFXTrimBoxToMediaBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXSetBleedBoxToMediaBox true
  /PDFXBleedBoxToTrimBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXOutputIntentProfile ()
  /PDFXOutputConditionIdentifier ()
  /PDFXOutputCondition ()
  /PDFXRegistryName ()
  /PDFXTrapped /False

  /Description <<
    /CHS <FEFF4f7f75288fd94e9b8bbe5b9a521b5efa7684002000500044004600206587686353ef901a8fc7684c976262535370673a548c002000700072006f006f00660065007200208fdb884c9ad88d2891cf62535370300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c676562535f00521b5efa768400200050004400460020658768633002>
    /CHT <FEFF4f7f752890194e9b8a2d7f6e5efa7acb7684002000410064006f006200650020005000440046002065874ef653ef5728684c9762537088686a5f548c002000700072006f006f00660065007200204e0a73725f979ad854c18cea7684521753706548679c300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c4f86958b555f5df25efa7acb76840020005000440046002065874ef63002>
    /DAN <>
    /DEU <>
    /ESP <>
    /FRA <>
    /ITA <>
    /JPN <>
    /KOR <FEFFc7740020c124c815c7440020c0acc6a9d558c5ec0020b370c2a4d06cd0d10020d504b9b0d1300020bc0f0020ad50c815ae30c5d0c11c0020ace0d488c9c8b85c0020c778c1c4d560002000410064006f0062006500200050004400460020bb38c11cb97c0020c791c131d569b2c8b2e4002e0020c774b807ac8c0020c791c131b41c00200050004400460020bb38c11cb2940020004100630072006f0062006100740020bc0f002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e00300020c774c0c1c5d0c11c0020c5f40020c2180020c788c2b5b2c8b2e4002e>
    /NLD (Gebruik deze instellingen om Adobe PDF-documenten te maken voor kwaliteitsafdrukken op desktopprinters en proofers. De gemaakte PDF-documenten kunnen worden geopend met Acrobat en Adobe Reader 5.0 en hoger.)
    /NOR <>
    /PTB <>
    /SUO <>
    /SVE <>
    /ENU (Use these settings to create Adobe PDF documents for quality printing on desktop printers and proofers.  Created PDF documents can be opened with Acrobat and Adobe Reader 5.0 and later.)
  >>
  /Namespace [
    (Adobe)
    (Common)
    (1.0)
  ]
  /OtherNamespaces [
    <<
      /AsReaderSpreads false
      /CropImagesToFrames true
      /ErrorControl /WarnAndContinue
      /FlattenerIgnoreSpreadOverrides false
      /IncludeGuidesGrids false
      /IncludeNonPrinting false
      /IncludeSlug false
      /Namespace [
        (Adobe)
        (InDesign)
        (4.0)
      ]
      /OmitPlacedBitmaps false
      /OmitPlacedEPS false
      /OmitPlacedPDF false
      /SimulateOverprint /Legacy
    >>
    <<
      /AddBleedMarks false
      /AddColorBars false
      /AddCropMarks false
      /AddPageInfo false
      /AddRegMarks false
      /ConvertColors /NoConversion
      /DestinationProfileName ()
      /DestinationProfileSelector /NA
      /Downsample16BitImages true
      /FlattenerPreset <<
        /PresetSelector /MediumResolution
      >>
      /FormElements false
      /GenerateStructure true
      /IncludeBookmarks false
      /IncludeHyperlinks false
      /IncludeInteractive false
      /IncludeLayers false
      /IncludeProfiles true
      /MultimediaHandling /UseObjectSettings
      /Namespace [
        (Adobe)
        (CreativeSuite)
        (2.0)
      ]
      /PDFXOutputIntentProfileSelector /NA
      /PreserveEditing true
      /UntaggedCMYKHandling /LeaveUntagged
      /UntaggedRGBHandling /LeaveUntagged
      /UseDocumentBleed false
    >>
  ]
>> setdistillerparams
<<
  /HWResolution [2400 2400]
  /PageSize [612.000 792.000]
>> setpagedevice


